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PRÓLOGO

El presente documento tiene como objetivo estructurar una Política Nacional de Seguridad Ciudadana como una Política de Estado en el marco de un Estado Democrático de Derecho
. Esta propuesta se enmarca, además, dentro de la Misión Institucional del Ministerio del Interior que se centra en los ejes: Seguridad y Gobernabilidad Democrática. 

Cuando en agosto de 2009 presenté los resultados del primer año de gestión había señalado la crítica situación en la que el país se encontraba en materia de seguridad ciudadana. Señalé las estadísticas vigentes entonces que nos daban una tasa aproximada de 13 homicidios por 100.000 habitantes, la cual sitúa al Paraguay en una situación epidémica, y ya no delicada, conforme a los parámetros de la Organización Panamericana de la Salud (los índices normales van de 0 a 5; de 6 a 8 se considera delicado, por encima de 8 se está ante un cuadro epidémico). Sin embargo, en el contexto de una realidad regional violenta, un informe del año 2010, que destaca que Latinoamérica se encuentra entre las regiones del mundo donde más ha caído el “Índice de Paz” respecto al 2009, debido al aumento de la delincuencia, homicidios y violencia interna, nos señala que avanzamos en la dirección correcta. Considerando una serie de variables, de acuerdo al Informe Global Peace Index
, elaborado por una institución independiente, Vision of Humanity, cuyos datos son compilados por la División de Inteligencia de la revista británica The Economist, siendo Uruguay el país menos violento de la región, Colombia ocupa la posición inversa y Paraguay está en un lugar intermedio, un poco por detrás de Argentina y Cuba, según el ranking elaborado por dicho Informe. Entre los países menos violentos de la región le siguen a Uruguay, que ocupa el puesto 24, Costa Rica (26), Nicaragua (64), Argentina (71), Cuba (72), Paraguay (77); luego vienen Bolivia (81), Perú (89), Ecuador (101), El Salvador (103), México (107), Guatemala (112), Honduras (125) y Colombia (138). Como se observará más adelante en este documento, hemos tenido en los últimos años una reducción de la tasa de homicidios, parámetro importante a la hora de medir la violencia en una sociedad determinada. 

La situación actual, epidémica pero controlable aplicando una política seria de seguridad, nos ha llevado a promover y ejecutar una serie de reformas institucionales en el ámbito de la Policía Nacional y del Ministerio, buscando además un cambio cultural. Todo esto difícilmente sea, tal vez, observable a corto plazo; pero, con empeño y constancia, nuevas prácticas se sedimentan creando una nueva cultura y dinámica institucional. Indiqué también entonces que la seguridad ciudadana, como la entiende este gobierno, es progresista, concebida como un derecho fundamental que permita el ejercicio pleno de la libertad y de los demás derechos consagrados en la Constitución. El dramático pasado paraguayo, todavía poco a poco develado a través de tumbas NN que se siguen hallando, ha dejado sus profundas huellas en la conciencia colectiva nacional. Uno de los logros importantes en tal sentido, vuelvo a resaltar, fue la creación de la Dirección de Derechos Humanos, que no representa la habilitación de una oficina más, sino indica el compromiso del Ministerio del Interior y del Gobierno de velar por la plena vigencia de los Derechos Humanos y así ir superando un pasado que nunca mereció el pueblo paraguayo.

Finalmente, quisiera indicar que entonces había subrayado ciertas situaciones con las que nos habíamos encontrado al asumir esta cartera:

· La carencia de los recursos más básicos para la Policía Nacional.

· Urgentes necesidades presupuestarias.

· Personal desmotivado y mal pagado.

· Falta de confianza por parte de la ciudadanía.

· Una situación de corrupción generalizada, presente en toda la institución.

· Serios cuestionamientos en materia de DD.HH. y falta de voluntad política para enfrentar este problema y resolverlo.

· Probablemente la debilidad más relevante, la ausencia de políticas de Estado en materia de seguridad.

El último punto mencionado es el que ha generado todo lo anterior. Creemos que podemos avanzar hacia nueva sociedad democrática, justa, solidaria y próspera con la formulación y puesta en marcha de una Política Nacional de Seguridad Ciudadana. Este documento pretende abordar la seguridad ciudadana fijando ejes, objetivos y bases de una estrategia a ser formulada posteriormente con rigor científico y basada en una tradición humanista. Espero que la velocidad del desarrollo institucional que esta tarea impone, permita observar muchos de los cambios que ya hemos implementado, y pueda percibirse y, sobre todo, que se convierta en una realidad objetiva para los paraguayos y  paraguayas, aquello que demanda tiempo, constancia, esfuerzo y sostenibilidad en el tiempo.
                                                                                                        Rafael Filizzola Serra Ministro                                        
INTRODUCCIÓN
Contexto General
Es importante tener en cuenta el contexto del cual se parte para la elaboración de la Política Nacional de Seguridad Ciudadana (en adelante, PNSC) del Paraguay; en primer término, existe una fuerte preocupación acerca del crecimiento de la criminalidad y la violencia en los países desarrollados y en el tercer mundo ya desde fines de los años ’80. A fines del siglo XX la violencia fue la primera causa de muerte en América Latina, entre las personas de 15 y 44 años de edad
. Como señala un autor, la violencia no ha sido ajena a los procesos de cotidianeidad o transformación social de América Latina: violenta fue la conquista, violento el esclavismo, violenta la independencia, violentos los procesos de apropiación de las tierras y de expropiación de los excedentes. Pero, en la actualidad se habla de un proceso distinto, singular, que se refiere a la violencia delincuencial y urbana.

 Pudiera tenerse la tentación de arribar, siguiendo al mismo autor y a partir de ciertos datos como los que se consignan más adelante en este documento, a la conclusión de que la pobreza es la causa de la violencia. Sin embargo, no existe una correlación cierta y comprobada entre estas dos situaciones, pues los países más pobres de América Latina, como Haití, Bolivia y Perú, no aparecen entre aquellos que tienen mayores tasas de homicidios. Y lo mismo ocurre al interior de los países: la mayor violencia de Brasil no se encuentra en los pobres estados del nordeste, sino en los ricos estados de Sao Paulo y Rio de Janeiro. En Venezuela, los homicidios ocurren en el área metropolitana de Caracas y en los ricos estados de Carabobo y Aragua y no en las divisiones pobres con mayores necesidades básicas insatisfechas, como Apure, Trujillo o Sucre. Ante esta situación se impone una hipótesis alternativa: el empobrecimiento, sumado a otro factor clave: la desigualdad, son las variables a las que más se les atribuye la generación de la violencia urbana que se está presenciando
.
Una cuestión que está demostrada estadísticamente, aunque siempre hay que cruzarla con la distribución de la riqueza en cada país, es el Producto Interno Bruto (PIB) per cápita como indicador importante en materia de índice de criminalidad:

“El ministro de Interior y Policía de República Dominicana, Franklin Almeyda, estimó que el PIB per cápita debe estar por encima de los US$ 10 mil anuales para superar el índice de violencia producido por la convivencia social. ‘Cuando disminuye el PIB, el bienestar y la calidad de vida de los ciudadanos baja y los índices de violencia se disparan’, destacó. En ese sentido, la autoridad estimó que la razón por la cual el índice de criminalidad de República Dominicana continúa bajando, se debe -en parte- al mejoramiento del nivel de vida de sus ciudadanos. El ministro dominicano citó el caso de su país donde, en 2009, la criminalidad se redujo en cuatro décimas, para terminar el año con 24.3 sobre 100 mil habitantes, mientras que ésta aumentó en el resto de la región. La diferencia, de acuerdo a la autoridad, es que el impacto de la crisis financiera fue menor en República Dominicana respecto al resto de la región, lo que se refleja aún más gracias a los dos primeros meses de 2010, donde el país ha obtenido un crecimiento del PIB del 6% y la criminalidad se ha reducido a 22.3 (…) En tanto Chile, con ingresos promedios de US$ 10.400 dólares anuales, ostenta una criminalidad de sólo 1.6%, lo que para Almeyda demuestra que la disponibilidad de ingresos adecuados amplía las posibilidades de inserción y el acceso a bienes y servicios en economías cada vez mas globalizadas. Almeyda también hace referencias a la realidad en Europa, con un índice de pobreza de 10.4% y una tasa de criminalidad del 5.4 por cada 100 mil habitantes, América alcanza el 35.0% de pobreza con una criminalidad del 16.2/100 mil. ‘Es un concepto sostenido por investigaciones y que ajustamos a la realidad dominicana. No es posible solucionar la seguridad exclusivamente desde el ámbito de la delincuencia y la actuación policial, porque la violencia intrafamiliar y la generada por la convivencia social ocupan el mayor por ciento de casos y eso se resuelve con el trabajo del Estado y de las instituciones civiles’, aseguró Almeyda (…) Para Almeyda, “la policía juega su rol en la seguridad democrática cuando se trata de hechos delictivos criminales, pero cuando la violencia se da en la convivencia social y en el entorno intrafamiliar, entonces el rol le pertenece al Estado y a sus instituciones, ellos son actores fundamentales para lograr la tranquilidad ciudadana elevando el nivel de vida de los ciudadanos y desarrollando programas con la población’. Delincuencia y convivencia son, para Almeyda, las dos columnas de la seguridad ciudadana y eso se logra con un ingreso mínimo de US$ 30 diarios, un crecimiento sostenido del PIB y el trabajo social del Estado y sus dependencias en la atención a las comunidades excluidas’.

No se puede dejar de mencionar, además, el costo económico de la violencia: “Esa sensación de miedo tiene un impacto económico muy grande en la sociedad (…) Los costos económicos directos de la violencia representan el 11,4% del PIB en Colombia y el 6,9 % en El Salvador (…) pero estos costos directos también son importantes en Venezuela, donde es el 6,9%, en México, el 4,9%, y en Brasil y Perú 3,3% y 2,9% respectivamente. La cifra menor de estos países la tiene Perú, y aún así es superior al porcentaje del PIB solicitado por años para dedicar a la ciencia y la tecnología para lograr su desarrollo. (…) Los daños y transferencias de recursos que se dan en la región como resultado de la violencia representan, según cálculos del Banco Interamericano de Desarrollo, el 14,2 % del Producto Interno Bruto, lo cual es el equivalente a 168.000 millones de dólares”
.

Un estudio desarrollado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) –considerado como un primer esfuerzo por analizar el crimen y la violencia en Latinoamérica desde una perspectiva comparada– dice cuanto sigue
:  “140.000 homicidios se verifican por año. Cada latinoamericano pierde el equivalente a casi 3 días anuales de vida saludable por causa de la violencia. 28 millones de familias son sujetos a hurto o robo en un año; es decir, 54 familias son robadas por minuto, aproximadamente una familia por segundo”
. La violencia media por cualquiera de estos indicadores es cinco veces más alta en Latinoamérica que en el resto del mundo. En capital humano, se pierde 1,9% de PIB, este porcentaje es equivalente al gasto de educación primaria de la región. En recursos de capital se pierde anualmente 4,6% del PIB, o sea la mitad de la inversión privada, las transferencias de recursos que se realizan entre víctimas y victimarios alcanzan 2,1% del PIB, porcentaje superior al efecto distributivo de todas las finanzas públicas
.

Por su parte, según las Naciones Unidas: “…diversos estudios econométricos en el campo de la prevención del delito, indican que el costo del sistema de justicia penal constituye un costo muy superior a la aplicación de medidas preventivas, ya que el costo a que nos referimos representa un 40% y hasta 50% del costo total de la lucha contra la delincuencia. En los últimos 30 años, este costo ha aumentado en promedio un 95% en los países en vía de desarrollo y un 75% en los países desarrollados. Las estrategias de prevención del delito son entre dos y siete veces menos costosas que la encarcelación” (Décimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito, Viena 2000). 

El Informe Latinobarómetro 2008, señala a su vez el desempleo y la delincuencia como los problemas más importantes en América Latina
. 

En el país se tiene, por otro lado, la crisis institucional de la Policía Nacional (en adelante, PN), fuertemente inficionada por el delito y la corrupción.

A esto se agrega una situación social en la que el desempleo abierto y oculto, la desigualdad en el ingreso, el desempleo juvenil y las tasas de escolarización y de deserción escolar se manifiestan como factores de riesgo dentro de amplias franjas de población excluida. Otros factores de riesgo son la proliferación de armas de fuego, el consumo y la micro comercialización de drogas, la prevalencia de los hogares sin padre, la violencia familiar, entre otros. 

El fenómeno de la inseguridad tiene tres vertientes: “…una de ellas es el sostenido aumento de los delitos violentos ‘callejeros’ o ‘comunes’ (…) otra lo constituyen los delitos de autoridad (…) aquellos cometidos por individuos al servicio del Estado, funcionarios políticos del gobierno y en especial policías; y una tercera proviene de las inseguridades y miedos que (…) son producto de las medidas de ajuste estructural,  ‘traducida en particular por la desregulación y precarización en el trabajo y la desprotección estatal de la salud, la educación y la seguridad social’”
.

Frente a esta realidad y ante el evidente fracaso del enfoque tradicional del “combate al delito” que hace énfasis en el control y la represión, se hace necesaria una estrategia que considere actuar sobre las causas del problema.

Por su parte, aspectos como la globalización en todas sus dimensiones, no sólo económica, han tenido sus repercusiones en la facilitación, en muchos casos, de mejores oportunidades al crimen organizado transnacional. Hoy, sociólogos y politólogos hablan del fenómeno de la “glocalización”
, entendiendo éste como parte de una licencia lingüística formada por la unión de dos conceptos: Globalización y Localización, por lo que sugieren que el estudio de la inseguridad comience analizando la globalización de la violencia organizada, considerando el negocio de la droga, el blanqueo de dinero, el crimen organizado y el preocupante tráfico de seres humanos. Asimismo, en un segundo paso, el concepto se refiere a cómo el Estado se ve cuestionado en su monopolio de la seguridad pública, desde la esfera infraestatal, particularmente desde el último cuarto de siglo pasado, debido al crecimiento de la inseguridad ciudadana asociada a la delincuencia. 

La concepción y posterior implementación de esta PNSC responden a una situación de inercia que se planteaba como alternativa ante el crecimiento descontrolado de la violencia y la inseguridad ciudadana en sus dos vertientes: el crimen organizado y los delitos predatorios o “delincuencia patrimonial reiterada proveniente de los sectores más marginales de la sociedad”
. Por el contrario, esta alternativa, la de intervenir en este sensible ámbito de la realidad del país, por primera vez, con una política pública implica una decisión de cambio profundo que ha sido el reclamo claramente planteado por la ciudadanía el 8 de abril de 2008. Ha sido la respuesta ciudadana a la encrucijada que se planteaba en aquel momento mencionado. Y es a ese reclamo al que se responde con una política pública de seguridad que intenta ir más allá de aumentar sustancialmente las inversiones para modernizar y equipar a la PN. 

No se puede dejar de enfatizar que la PNCS requiere de un Estado fuerte. “La cuestión radica, sin embargo, en si lo que se demanda es un poder estatal para imponer autoritariamente el orden insolidario dictado” (…) por el ajuste estructural “o bien un poder estatal capaz de promover democráticamente una seguridad ciudadana basada en una mayor justicia social”
. La PNSC adoptada por este gobierno se basa en lo último, esto es, la promoción de la seguridad ciudadana en el marco de un Estado Social de Derecho. Para ello se requiere, entre otras cosas, potenciar las instituciones encargadas de la seguridad y las instancias de planificación, coordinación, ejecución y control tendientes a salvaguardar la seguridad interna, como lo es el “Consejo de Seguridad Interna, que tiene entre algunas de sus funciones “proponer políticas relativas a la prevención e investigación científica de la delincuencia…” (…) elaborar la doctrina y los planes para la coordinación e integración de las acciones y operaciones policiales…”
. Finalmente, no se puede dejar de mencionar que la PNSC que se adopta centra su eje fundamentalmente en el concepto de “ciudadanía”. El ciudadano, no el Estado, es el que está ubicado en el “centro” de los objetivos de la Política. Con esto se enfatiza que el Estado debe brindar las seguridades básicas para el ejercicio pleno de los elementos que hacen al concepto, como lo señala el politólogo T. H. Marshall
 y, que, esencialmente consiste en que cada cual sea tratado como miembro pleno de una sociedad de iguales en tres dimensiones de derechos: civiles, políticos y sociales.

Capítulo I

Panorama de la Seguridad en Paraguay

Primera Parte

Datos regionales y nacionales de criminalidad y violencia

Ya se ha indicado en el prólogo que la situación de la violencia en el Paraguay es epidémica. Por otro lado, según datos de la Organización Mundial de la Salud, América Latina es la segunda región más violenta del mundo
; otros datos la colocan, sin embargo, en primer lugar
. En el continente americano, según datos del año 2009, hay una media de 25,6 homicidios por cada 100.000 habitantes, frente a los 8,9 que se registran, por ejemplo, en Europa. Las tasas más altas se dan en los países de América Latina y el Caribe. Para el Caribe, la tasa de homicidios es de 30 por cada 100.000 habitantes; la de Sudamérica, 26; y, la de Centroamérica, 22. Se observan disparidades en la región, sin embargo, como puede observarse en el cuadro 1, con una clara tendencia al aumento. 

Cuadro 1

Evolución de la tasa de homicidios para América Latina y sus regiones 1980-2006 

Tasa de homicidios por cada 100.000 habitantes

	Países
	1980
	1991
	2006
	2009


	América Latina y el Caribe
	12.5
	21.3
	25.1
	30

	América Latina
	12.8
	21.4
	25.3
	s/d

	Centro América
	35.6
	27.6
	23
	22

	Caribe Latino
	5.1
	8.8
	11
	s/d

	Países Andinos
	12.1
	39.5
	45.4
	s/d

	Sudamérica
	s/d
	s/d
	s/d
	26

	Caribe
	s/d
	s/d
	s/d
	30


En este contexto, el Paraguay, como se ha señalado, se encuentra en una etapa evolutiva “epidémica”. Esta situación amerita un enfoque que considere: a) administrar el crecimiento de la criminalidad; b) controlar el fenómeno y, c) aplicar políticas de reducción de la criminalidad.
De acuerdo con un documento de la Organización de los Estados Americanos (OEA), sin embargo, el panorama de la seguridad en el Paraguay es “bastante complejo” (ya que) “…no existe una cantidad lo suficientemente amplia de fuentes y datos como para poder desarrollar una descripción general objetiva (…) por otro lado, el estudio de la seguridad no es un tema prioritario en la agenda de las organizaciones de la sociedad civil…”
. Sin embargo, cruzando datos de diferentes fuentes, se puede tener una idea aproximada de la situación, que vaya más allá de lo que revela la tasa de homicidios y siempre tomando en cuenta que las tasas de denuncias no siempre reflejan la realidad del fenómeno objeto de estudio.
El cuadro siguiente exhibe la actual evolución de la tasa de homicidios en Paraguay conforme a datos de la Policía y la Fiscalía, las cuales difieren por razones de falta de uniformes criterios técnicos al momento de registrar las estadísticas y al mismo tiempo por los pobres medios con que cuenta la Policía en materia de estadísticas. Un elemento a considerar puede ser que al momento de registro un homicidio doloso sea inscripto como culposo o viceversa cuando que a los fines de medir la seguridad, conforme a indicaciones de la OPS, lo que se tiene en cuenta son los homicidios dolosos.

Cuadro 2

Tasa de homicidios por 100.000 habitantes en Paraguay 

	Tasa de homicidios por 100.000 habitantes en Paraguay Años 2001-2009 – Datos del Ministerio Público

	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009

	24,06
	24,63
	23,07
	20,87
	18,22
	15,53
	14,79
	15,1
	13,35

	Tasa de homicidios por 100.000 habitantes en Paraguay Años 2001-2009 – Datos de la Policía Nacional

	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009

	16,31
	19,02
	17,64
	17,43
	15,03
	12,34
	12,22
	12,34
	12,17


La evolución de las tasas claramente demuestra una disminución de homicidios entre el 2001 y el 2008. Con sus diferencias, ambas fuentes marcan un retroceso marcado, más en los datos del Ministerio Público (MP) que en los de la PN. De cualquier manera, como se apunta, la tasa del 2008 y las anteriores claramente ubican al país en el cuadro “epidémico”.

Ahora bien, si la tasa de homicidios dolosos ha disminuido -que es la internacionalmente aceptada para medir los niveles nacionales de violencia-, ¿por qué ha aumentado en una proporción alarmante la sensación de inseguridad?
 Un intento de explicación de ello es que existen otros hechos punibles sensibles a la inseguridad subjetiva y objetiva que sí han aumentado en forma importante y que hacen crecer el sentimiento de vulnerabilidad, como el aumento de los tipos penales que atentan contra los bienes de las personas; la seguridad e integridad física de las personas; y la seguridad de la convivencia de las personas, por citar sólo los tipos penales más sensibles. El siguiente cuadro muestra la evolución de estos hechos punibles en forma agregada desde el 2001 al 2009.

Cuadro 3 

[image: image1.emf]Cuadro 3

Hechos Punibles (H. P.) 2001 2002 Dif. % 2003 Dif. % 2004 Dif. % 2005 Dif. % 2006 Dif. % 2007 Dif. % 2008 Dif. % 2009 Dif. % Cantidad %

H. P. contra los bienes de las 

personas

34.550    43.082   

8.532    20  

46.447   

3.365    7     

45.631   

(816)    (2)   

47.384   

1.753    4  

47.942   

558    1     

53.402   

5.460    10  

55.343   

1.941    4     

61.110   

5.767    9     

26.560      43  

H. P. contra la seguridad e 

integridad física de las 

personas

1.400      1.493     

93         6     

2.240     

747       33  

2.870     

630     22  

3.063     

193       6  

3.271     

208    6     

4.770     

1.499    31  

8.646     

3.876    45  

11.135   

2.489    22  

9.735        87  

H.P. contra la seguridad de la 

convivencia de las personas

488         607        

119       20  
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[1] Fuente:  Datos: MP, Dirección de Planificación, Departamento de Estadísticas - Elaboracion de cuadros y graficos: Direccion de Politicas de Seguridad Ciudadana -
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En cuanto a los tipos penales más frecuentes, el siguiente cuadro nos detalla las cifras.

Cuadro 4

Hechos punibles más frecuentes

	Violación de Domicilio
	Apropiación
	Estafa
	Abigeato
	Daño
	Amenaza

	2008
	2009
	Dif.
	2008
	2009
	Dif.
	2008
	2009
	Dif.
	2008
	2009
	Dif.
	2008
	2009
	Dif.
	2008
	2009
	Dif.

	2.034
	2.180
	146
	2.886
	3.277
	391
	3.755
	4.214
	459
	3.984
	3.866
	118
	5.535
	5.110,00
	104
	5.535
	5.818
	283


	Exposición al peligro de tránsito terrestre
	Lesión
	Robo agravado
	Hurto

	2008
	2009
	Dif.
	2008
	2009
	Dif.
	2008
	2009
	Dif.
	2008
	2009
	Dif.

	7.348
	  10.211 
	   2.863 
	  8.864 
	   9.184 
	320
	   7.263 
	   8.918 
	    1.655 
	 16.896 
	   17.982 
	  1.086 


Esto clarifica mejor el por qué del creciente sentimiento de inseguridad que experimenta la ciudadanía, ya que estos tipos penales más frecuentes generan -igualmente que los homicidios-, un importante daño sicológico a las víctimas y a su entorno. Probablemente el daño sea menor en cuanto a su dimensión,  pero igualmente exacerba y potencia un clima de inseguridad.  Este no es un hecho nuevo, se recalca nuevamente, según la encuesta Latinobarómetro 2003, el 89% de los paraguayos creía que el Paraguay se estava volviendo cada día un país menos seguro
, mientras que una publicación periodística del año 2005 resumía el sentimiento de inseguridad de ese momento: “Si usted no ha sido víctima de algún delito, sepa que es una persona con suerte”
. Según Latinobarómetro, en el año 2007, apenas un 4% de los paraguayos pensaban que vivían en un país más seguro (sólo por encima de Argentina); en cuanto a cuán frecuentemente se sentía preocupado de poder llegar a ser víctima de un delito con violencia, los paraguayos encabezaban el ranking latinoamericano con un 89% de personas que creían que eso era factible “todo o casi todo el tiempo”
.
Para cerrar este panorama, observése lo que arroja la reciente Encuesta Nacional de Seguridad Ciudadana (ENSC) 2009, la cual mide la cifra oculta, no registrada, del delito. En efecto, en el año 2009 el Ministerio del Interior (MI) llevó adelante la primera encuesta de carácter nacional con la colaboración de la Dirección General de Estadísticas, Encuestas y Censos (DGEEC), con el apoyo técnico y financiero del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID), sobre un universo de 5.358 personas.
El cuadro 5 extraído de la mencionada ENSC refleja datos importantes de victimización en los últimos cinco años, según tipo de delitos.

Cuadro 5

Primeros resultados de la Encuesta Nacional de Seguridad Ciudadana 2009[image: image2.wmf]
Los datos obtenidos en el cuadro 5, confirman el aumento de la criminalidad. Asimismo, la ENSC demuestra una preocupante falta de confianza en las instituciones responsables (PN, MP) al no realizarse las denuncias correspondientes. Finalmente, es importante resaltar que los hechos punibles aparecen como básicamente urbanos, con tendencia al aumento, aunque también se observa cómo se dan en zonas rurales.
Por otro lado, la ENSC arroja una serie de elementos de análisis que merecen ser comprendidos en el cuadro de estadísticas criminales que incluyen aquellos de la PN y del MP. La articulación de esta ENSC con los datos de las mencionadas instituciones aún está en desarrollo. Finalmente, la ENSC se encuentra en proceso de análisis. No obstante, es un instrumento vital a ser considerado en el cuadro situacional para la lucha contra la violencia y criminalidad en sus aspectos objetivos y subjetivos, por lo que el resultado de su análisis debe incorporase a las estrategias a ser desarrolladas a partir del presente documento. Hasta aquí, en cuanto al panorama general de la situación de seguridad en el país. 
Segunda Parte
Aspectos sociodemográficos correlacionados a la criminalidad y a la violencia

A continuación se hará referencia sintéticamente a algunas variables importantes a la hora de implementar estrategias de prevención y que se ha demostrado tienen un impacto considerable en la criminalidad y la violencia. Esto es necesario analizarlo por la naturaleza multidimensional de la criminalidad.
Es oportuno referirse a la situación del Paraguay en relación a otras variables sociodemográficas y económicas que afectan directa o indirectamente la criminalidad y la violencia y  que pretenden explicar la situación actual  haciendo posible –dentro de ciertos límites– proyectar el fenómeno hacia un futuro por lo menos cercano.

Se toma en cuenta, de inicio, el indicador llamado Índice de Desarrollo Humano (IDH), establecido por Naciones Unidas, específicamente por el PNUD. En efecto, según el informe de esta agencia del sistema de las NN.UU., de acuerdo con el IDH para el año 2009
, Paraguay se ubica en el último lugar en el nivel de crecimiento, con relación a los otros países integrantes del Mercosur. Dicho indicador es un índice compuesto que está conformado por datos como la esperanza de vida al nacer, la matrícula bruta combinada (nivel en la educación media y terciaria), la tasa de alfabetización y el ingreso per cápita de cada país.

Es importante analizar desagregadamente algunas variables que impactan en la inseguridad y que son básicamente: (a) Pobreza; (b) educación; (c); empleo y exclusión social (d) situación de la salud; (e) población y franjas etarias; (f) drogas y alcohol; (g) inequidad (de ingresos y de tenencia de la tierra).
CUADRO 6 
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(a) Pobreza
El nivel actual de pobreza en el Paraguay es alto (35,6% en 2007 según la Encuesta  Permanente de Hogares – EPH
). No obstante, es necesario precisar que se utilizó una metodología que exhibía patrones no adecuados de medición exacta de la pobreza extrema,  por una baja en el estandard aceptado para esa categoría con la consecuencia de una disminución no genuina de dicho indicador. Por ello, se cambió la metodología con el apoyo técnico y financiero del Banco Mundial y de un Comité Interinstitucional que acompañó todo el proceso. Analizando la EPH con la nueva metodología se verificó un aumento del nivel de pobreza. En efecto, la DGEEC y el PNUD realizaron un análisis que indica
:  “El ajuste en la metodología de medición implicó un aumento de la pobreza total al 2008 en 13,2% equivalente a 271.583 personas, pasando de 2.052.973 a 2.324.556 la cantidad de pobres. Y esto tiene importantes repercusiones de política pública.  Las nuevas cifras muestran que de 1997 al 2008 la pobreza total aumentó 1,8 puntos porcentuales, del 36,1% al 37,9%, equivalente a 520.432 personas. Al 2008 existen 2.324.556 pobres, lo que significa que en once años aumentó la cantidad en un 28,9%”.
Mayor cantidad y porcentaje de pobres en el área rural

El mayor impacto de la nueva medición se dio en la cantidad de pobres en el sector rural. Según la nueva medición, al 2008 la pobreza rural es del 48,8%, 16,1 puntos porcentuales más que la medición anterior (32,7%). Lo que implica un aumento de 408.807 o 49% en la cantidad de pobres rurales, pasando de 834.886 a 1.243.693 personas. (…)La nueva medición permitió visibilizar estadísticamente a 408.807 pobres rurales más. Además, la pobreza se urbaniza; luego de once años, la cantidad de pobres rurales apenas aumentó y se mantiene alrededor del 50% de la población rural, mientras que la cantidad de pobres urbanos aumentó en casi medio millón de personas o en un 80%”.

Cuadro 6
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(b) Educación
En síntesis, se puede afirmar que el problema de la educación en Paraguay no es el de una baja tasa de alfabetismo, ya que dicha tasa es aceptable conforme a parámetros internacionales; sin embargo, el problema más bien radica en la calidad de la educación  y, finalmente, en el nivel de deserción escolar, como se verá más adelante. A este respecto, los datos del siguiente cuadro son ilustrativos:

Cuadro 7

Población de 6 a 17 años de edad por área de residencia según asistencia a una institución de enseñanza formal en % (EPH 2008) 

	Asistencia a una institución de enseñanza formal
	Total
	Urbana
	Rural
	Asunción
	Central

	Total
	1.774.001
	969.905
	804.096
	109.295
	545.771

	Asiste
	89,0
	93,5
	83,7
	92,5
	94,2

	No asiste
	11,0
	6,5
	18,3
	7,5
	5,8


Se percibe claramente en el cuadro que la concentración de habitantes que no asisten a clases se concentra en el área rural. Puede afirmarse que, en cuanto a niveles de alfabetización, “Paraguay está en una situación casi igualitaria que los demás países del MERCOSUR. Pero esta tasa no hace referencia a la calidad de educación. En donde sí se percibe un rezago, dentro de lo que hace a educación, es en la tasa de matrícula bruta combinada, que es el registro del total de matriculados en los tres niveles de educación. En Paraguay solamente el 72% de la población escolar está en el sistema educativo, con una gran diferencia con respecto a Uruguay y Argentina que están cerca del 90%, inclusive Paraguay está entre 11 y 18 puntos porcentuales por debajo a la de América Latina y el Caribe”
.

En cuanto a analfabetismo, la tasa según la EPH del año 2008 es de 5,2%. La situación es más preocupante cuando se fija la atención en las tasas de analfabetismo funcional ya que la tasa para la población entre 15 a 29 años es de 9,2% y de 22,6% para la población entre 30 y 59 años
. Por otro lado, según un Informe de la UNESCO, “…para evaluar los avances o retrocesos, en 2003 se creó el Índice de Desarrollo de la Educación para Todos (IDE), que mide de cero a uno los cuatro objetivos más cuantificables: la universalización de la enseñanza primaria, la alfabetización de los adultos, la paridad e igualdad entre los sexos y la calidad de la educación”.

 
Cuba es el país de la región que tiene el IDE más alto, 0,983, ubicándose en el número 23 de la lista mundial liderada por Noruega. Le siguen Argentina, con 0,979; Chile, con 0,969; y, México, con 0,953. El resto de los países de la región se ubican en una categoría intermedia, encabezada por Uruguay, que registra un IDE de 0,948, los cuales deberán hacer "muchos esfuerzos" para cumplir las metas del milenio. Le siguen Panamá (0,948), Venezuela (0,931), Perú (0,931), Ecuador (0,917), Bolivia (0,913), Paraguay (0,902), Brasil (0,901), Colombia (0,899), República Dominicana (0,892), El Salvador (0,854), Honduras (0,848) y Guatemala (0,812)
.

Finalmente, considerése el problema de deserción escolar. De acuerdo a un estudio del año 2005
 realizado con datos del Censo del 2002, se observa que “un elevado porcentaje de niños no están matriculados en las instituciones educativas a la edad correspondiente (6 años para el primer grado de la Enseñanza Escolar Básica - EEB) y están permaneciendo sólo hasta los 12 años aproximadamente dentro del sistema educativo. Esto nos lleva a inferir que un alto porcentaje de la población está abandonando el sistema educativo con aproximadamente 5 a 6 años de escolarización. Esta situación se torna más preocupante si se le suma el elevado índice de repitencia escolar en el primer grado (14%) de la EEB, que puede disminuir el número de grados aprobados antes de desertar. Datos oficiales del Ministerio de Educación y Cultura (MEC) reportan bajas tasas brutas y netas de escolarización de la población comprendida entre 12 a 18 años, así como en la población de 5 años. En el tercer ciclo de la EEB, nivel al que corresponde el grupo de edad de 12 a 14 años, la escolarización neta es de 49%; este indicador en el nivel Medio está en torno al 30%. Ambos niveles se caracterizan por elevados porcentajes de extraedad
 y bajas tasas de escolarización. En el ámbito nacional la extraedad en el tercer ciclo es del orden del 37%, mientras que en la media es de aproximadamente 30%”
. Este aspecto es un elemento fundamental al analizar los factores que inciden en la criminalidad por la correlación entre juventud y violencia.

(c) Empleo y exclusión social
Conforme a la EPH 2008, la tasa de desempleo abierto afecta al 5,7% de la Población Económicamente Activa (PEA), lo que implica que aproximadamente 170.000 personas buscaron activamente empleo en el período de referencia de la encuesta.

Por otra parte, el subempleo total para el 2008, según la misma fuente es del 26,5%, lo que equivale a decir que de los 2,8 millones de personas ocupadas, aproximadamente 790 mil dedican a sus actividades económicas un número menor de 30 horas en la semana, y desean trabajar más horas y están disponibles para hacerlo, o bien, dedican a sus actividades 30 o más horas semanalmente y perciben un ingreso inferior al mínimo legal vigente por esa cantidad de horas.

En cuanto a los niveles de exclusión social, en el ámbito regional, entre los jóvenes de 15 a 29 años, los excluidos (que no estudian ni trabajan) en Mercosur, constituyen 22% en Argentina y 18% en Uruguay. En Brasil, la situación es similar en relación a los excluidos (19%) aunque se detecta una mayor incidencia de la ocupación informal entre los jóvenes (29%). En Paraguay, el porcentaje de excluidos es similar (21%)
.

El informe citado también señala que “en Argentina, Brasil y Uruguay, los desempleados menores de 30 años representan casi 60% del total de desempleados, mientras que en Paraguay ascienden a 70%”. Además, los jóvenes poseen un sentimiento creciente de inseguridad unido a mayor exposición a la violencia. Según las encuestas recogidas en el Informe, la posibilidad de que un joven de América Latina muera víctima de un homicidio “es 30 veces mayor que la de un joven de Europa”
.

(d) Salud 
La cobertura del Sistema de Salud en el Paraguay es deficitaria. El 75,8% de la población no cuenta con seguro médico, correspondiendo 88,6% a la zona rural; 66,8% a la zona urbana; 51,9% a Asunción y 66,8% al Departamento Central
.

Por otra parte, conforme al Perfil del Sistema Nacional del Paraguay elaborado en enero de 2008
  “(en) la situación de salud del país se refleja un perfil epidemiológico propio de un país en vías de desarrollo en donde por múltiples causas es lento el tránsito hacia un desarrollo humano y social sostenible. Impactan notablemente las enfermedades transmisibles, sobre todo en la población infantil, la mayoría de ellas prevenibles, enfermedades infectocontagiosas, parasitarias, diarreicas y respiratorias agudas que constituyen las principales causas de morbimortalidad”.

En cuanto a las tasas de mortalidad, el documento señala: “La tasa de mortalidad general por mil habitantes ha descendido en los últimos quince años (de 6,01 en el quinquenio 1990-94 a 3,52 en el quinquenio 2000-2004). En 2005 se ha registrado una tasa de 3,7 muertes por mil habitantes, con leve tendencia al ascenso. Las principales causas de muerte en el año 2005, fueron: las enfermedades del sistema circulatorio: 24,3% (9,1 % por enfermedades cerebro vasculares); tumores: 14,1%; diabetes mellitus: 6,8%; enfermedades del sistema respiratorio: 6,0%; accidentes (todas las formas): 5,8%; enfermedades perinatales: 4,6%. En relación a las defunciones por síntomas, signos y hallazgos anormales clínicos y de laboratorios no clasificados, el porcentaje es del 16,8%. El sexo más afectado fue el masculino”. Es importante señalar que entre estas definiciones médicas están incluidas las muertes por accidentes de tránsito (principalmente motocicletas) que ha aumentado notoriamente en los últimos tiempos. Finalmente, como referencia, comparado con Brasil, por ejemplo, el país exhibe una tasa inferior ya que Brasil muestra una tasa de 6.22 muertes por 1.000 habitantes (estimado 2008)
.

(e) Población y franjas etarias
Conforme a los datos demográficos de la DGEEC
, la población del Paraguay en el año 2008 era de 6.230.143 habitantes, correspondiendo 3.149.475 a la población masculina y 3.090.668 a la femenina. La tasa bruta de natalidad por mil ha disminuido de 37,2 en 1982 a 24,6 para el 2008. A su vez, el número de hijos por mujer por mil también ha disminuido de 5,2 en 1982 a 3,1 para el 2008.

No obstante, en cuanto a la proyección de la población, conforme al documento Políticas de Población del MI
, “…en las próximas décadas el Paraguay seguirá incrementando de manera sostenida su población. En los tres quinquenios venideros, hasta llegar al 2020, su tamaño demográfico alcanzará los 7 millones y medio de habitantes, para llegar a una cifra superior a los 10 millones en 2050. (…). Dos tercios de ellos vivirán en área urbana y un importante porcentaje de las mismas en el área metropolitana del Departamento Central”.

El elemento importante del aspecto demográfico a los efectos de analizar la inseguridad es qué porcentaje de la población se encuentra dentro del rango de probabilidad etaria de cometer delitos, ya que mundialmente las curvas estadísticas de infractores de ambos sexos nos demuestran que los conflictos con la ley comienzan por lo general entre los 10 y 12 años (incluso cada vez a edades más tempranas) y va decayendo sensiblemente entre los 40 y 45 años, válido para hombres y mujeres. En efecto, Travis Hirshi
 realizó una comparación de las franjas etarias y la criminalidad que abarca más de 130 años (1842 a 1979) entre Inglaterra y Estados Unidos. Durante dicho período de tiempo puede decirse que las curvas permanecieron casi inalterables en el tiempo, por lo que algunos autores, como Charles Goring,
 la denominan como una “ley de la naturaleza”: de acuerdo con los datos preliminares de un censo que se realizó en las instituciones penitenciarias del país en el año 2009, el 60% de las personas privadas de su libertad en el país son jóvenes entre 19 y 35 años
.
Conforme al documento Compendio Estadístico de la DGEEC citado más arriba, la población (hombres y mujeres) que se encuentra entre los 10 y 44 años es de 3.593.031, lo cual significa que dicha población representa incluso más del 50% de la población total del país. Las probabilidades, por tanto, de que en función demográfica el índice de criminalidad sea mayor, son factibles por simple deducción estadística, con la salvedad de que afirmar eso tal vez sea muy simplista, aunque, por los datos que arrojan las estadísticas, no improbable. Obviamente es una importante correlación a considerar en cuanto a su implicancia con la criminalidad, pero, siempre, en el marco del conjunto con los demás factores que se están analizando.

(f) Drogas y alcohol
Si bien no existen muchos estudios estadísticos sobre el consumo de drogas así como de otras sustancias prohibidas en el Paraguay
, en los últimos años se ha registrado un aumento de su consumo según fuentes de la Secretaría Nacional Antidrogas (SENAD)
. Como señalan Wilson y Herrnstein
 “…el uso de drogas puede estar relacionado a la violencia y a la crimininalidad ya sea en forma directa o indirecta. De manera directa, el uso de drogas puede convertir al consumidor en una persona  más impulsiva y menos preocupada con obtener beneficios a futuro y más concentrado en obtener bienes a través de actos inmediatos que le brinden satisfacción, como delitos, por ejemplo. Algunas drogas tornan al consumidor más agresivo y por lo tanto más propenso a cometer daños contra la persona o la propiedad. Indirectamente, si el consumidor es adicto, puede cometer delitos para obtener dinero para comprar más drogas. En cuanto al alcohol, la relación con la criminalidad ha sido más estudiada verificándose mucha más correlación con la criminalidad y la violencia. La correlación estadística en Estados Unidos entre criminalidad y alcohol es abrumadora. En un estudio en Filadelfia, se encontró que de 588 homicidios el alcohol estuvo relacionado a por lo menos dos tercios. Esta correlación en mayor o menor medida entre alcohol y criminalidad tiende a darse en todo el mundo”. 

Por otra parte, las drogas y el alcohol tienen una alta correlación con hechos específicos como violencia doméstica. Únicamente en el 2009, en Paraguay, según reportes del Sistema 911, se recibieron 17.000 denuncias de violencia familiar. Con respecto a una investigación hecha en Estados Unidos
, el 46% de los varones que abusan de sustancias tóxicas son maltratadores domésticos, mientras que el 60 % de las mujeres que consumen alguna droga o alcohol son víctimas de violencia. El estudio también señala que un 42% de las mujeres con problemas de violencia doméstica abusaban de las drogas. Finalmente, se debe remarcar que en Paraguay las principales drogas consumidas son cola de zapatero, marihuana y cocaína. Sin embargo, un derivado de ésta última ha aumentado en su consumo: el crack, mucho más adictiva y nociva que la anterior, mucho más barata (también conocida como la droga de los pobres) y más relacionada a hechos violentos por su alta toxicidad y por volver al consumidor más impulsivo. De acuerdo con la Asociación para la Prevención y Rehabilitación del Enfermo Adicto, APREA, dedicada a la rehabilitación de adictos a la marihuana, cocaína y crack, esta última droga está marcando presencia más fuerte en los últimos cinco años
. Esto tiene como implicancia, a su vez, la mayor demanda de pedidos para tratamientos de rehabilitación y en el país existen deficiencias en ese ámbito. 

(g) Inequidad

Este factor, asociado a altos niveles de pobreza, es considerado por la literatura como se mencionó en la Introducción, uno de los principales elementos correlacionados a la violencia y la criminalidad. Paraguay es un país que se caracteriza por altos índices de desigualdad en la distribución del ingreso y por una alta concentración de la tenencia de la tierra.  De acuerdo con el Informe de Desarrollo Humano del año 2009
, en Paraguay, el 10% más rico posee el 42,3 % de la riqueza nacional, mientras que el 10% más pobre concentra apenas el 1,1 % de dicha riqueza. Medido por el Índice Gini se obtiene un valor de 53,2, siendo Paraguay uno de los países más desiguales del mundo ubicándolo en el puesto 101 de 175 países. El Coeficiente de Gini es uno de los más confiados indicadores utilizados para medir la desigualdad, pues resume las diferencias en este sentido. Su valor es igual a cero cuando se alcanza el máximo nivel de igualdad posible. Valores superiores a cero pero inferiores a uno que es el máximo, reflejan mayores niveles de desigualdad. 

En cuanto a la distribución de tierras, en las que el Paraguay es uno de los peores referentes de equidad, las condiciones de desigualdad apuntan a no mejorar,  incluso se han agravado en los últimos años (Censo Agropecuario 1991 vs. Censo Agropecuario 2008). De acuerdo a los resultados del Censo Agropecuario 2008, llevado a cabo por el Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), “se observa una alta concentración de tierras (86%) en un número reducido de fincas agropecuarias (3%) de gran extensión, 500 hectáreas en adelante. Además, muestran que respecto de los resultados del Censo Agropecuario de 1991, han disminuido las pequeñas fincas (de 5 a 100 hectáreas) y aumentado las grandes (de 500 ó más hectáreas). También, que las superficies destinadas a los cultivos agrícolas han disminuido en cantidad de fincas (-2,6%) mientras que las destinadas a la pastura para ganado han aumentado en cantidad (73%) y extensión (41%) a escala país, y con diferencias significativas entre la región Oriental y Occidental. Igualmente, el 44 % de la superficie cultivada con soja se encuentra entre las fincas con 1.000 hectáreas y más, mientras que el 60% de bovinos existentes está concentrado en las fincas de ese mismo tamaño, es decir, se produce en grandes empresas agropecuarias”
.

Tercera Parte
El crecimiento de la seguridad privada en el país
Un aspecto insoslayable en materia de seguridad en esta coyuntura es el desmesurado crecimiento de la seguridad privada, no sólo en el Paraguay sino en el mundo entero. Se estima que el negocio de las Milicias Privadas y las Compañías Privadas de Seguridad (MPCS) mueve alrededor de US$ 210 mil millones anualmente
. Es un fenómeno relativamente reciente, pero lo suficientemente asentado como para constituirse en un factor gravitante a la hora de considerar cualquier política de seguridad, por una variedad de razones, a cual más inquietante. De ahí, la necesidad de potenciar la capacidad del Estado, no sólo de lidiar con este nuevo fenómeno, sino de controlarlo de manera a evitar cualquier contestación a su monopolio en el ejercicio del uso legal de la fuerza. En efecto: “…se puede evidenciar un sostenido incremento de la industria vinculada con la seguridad privada, variando en el tipo de servicio ofrecido, que incluye desde servicios de guardaespaldas y seguros antisecuestros, hasta vigilancia de propiedades y barrios, en todos éstos la cantidad de personas dedicadas a la seguridad privada duplican o incluso triplican la dotación de personal de las instituciones policiales, poniendo en tela de juicio la certeza del monopolio del uso de la fuerza que debería tener el Estado (…) Los niveles de informalidad de muchas compañías (…) es relevante, pudiendo tener más del 50% de las actividades en esas condiciones en algunos países. Adicionalmente, los niveles de regulación de las actividades de esta industria son limitados (…) En la mayoría de los países latinoamericanos los vigilantes privados tienen acceso al porte de armas de grueso calibre para realizar tareas de vigilancia de espacios abiertos, así, la imagen cotidiana en ciudades como Tegucigalpa, Rio de Janeiro y México es la presencia de vigilantes privados fuertemente armados cuidando residencias o incluso plazas destinadas a los juegos de niños (…) en otras palabras, el negocio privado de la seguridad requiere ser enfrentado en su complejidad por los gobiernos latinoamericanos (…) regulando el servicio y generando mejores mecanismos de rendición de cuentas de sus actividades. En el contexto descrito, la definición de procesos de modernización y reforma de las instituciones vinculadas con la seguridad debería ser una prioridad. Lamentablemente estas iniciativas han tenido limitado éxito en la región debido a la fuerza corporativa de las instituciones que deben ser transformadas y la limitada voluntad política para sostenerlas en el largo plazo
”.
En el país, de acuerdo con datos de la PN
 existen 210 empresas de seguridad debidamente registradas, de las cuales un poco más de 160 se encuentran activas (2010). Estas empresas cuentan en sus filas con 10.200 guardias registrados (2010), mientras que se estima que existen aproximadamente 7.000 guardias no registrados, totalizando aproximadamente 17.000 guardias privados entre registrados y no registrados. De entre las empresas que operan en el país, el 78% se concentra en Asunción y área metropolitana. Estas cifras tal vez no reflejen la realidad; en efecto, según voceros del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Seguridad Privada y Afines del Paraguay (SINTRAGSAP), existirían entre 25 a 30.000 guardias privados en el Paraguay, entre registrados y no registrados. Cifras similares sostienen voceros del sector de las empresas de seguridad privada: los mismos sitúan entre 25 a 28.000 el número de guardias
. Por otro lado, existen más de tres empresas que cuentan con más de 1.000 guardias, otras dos, con más de 500, conformando las mismas grupos armados de cierto porte, considerando la cantidad de efectivos, algo que no deja de ser preocupante.

Se puede decir, sin mucho riesgo de error que, en el Paraguay, como ocurre en el resto de Latinoamérica, el número de guardias privados supera al pie de fuerza policial, más si se tiene en cuenta que de los 22.000 policías en funciones en el Paraguay, no todos ellos cumplen funciones policiales estrictamente hablando y que en estas cifras no se contemplan los denominados “serenos”, que según la ley no pueden portar armas, pero que en la práctica cada día más lo hacen, sobre todo en el interior del país.

Se requieren de reformas legales y de adecuación de la PN a los requerimientos de control y supervisión de estas empresas. La desmesurada cantidad de civiles armados, representados por estos guardias privados, no siempre contribuyen a proveer seguridad, sino que pueden operar en un sentido contrario. La seguridad privada enfrenta los mismos problemas que la Policía, siendo un correlato de la misma en varios sentidos: corrupción, bajos salarios, malas condiciones laborales. De hecho, a medida que crece el negocio de la seguridad privada, también crecen la violencia y el delito: “…como lo atestigua el hecho de que en América Latina y en el mundo en general se ha producido en años recientes un crecimiento espectacular de la industria de la seguridad privada. Esto se debe por lo menos a tres factores concatenados: la consolidación de una tendencia al aumento de los delitos cometidos…”
. Aquí es que se debe analizar con mayor rigor (existen muy pocos estudios al respecto) si crecen la violencia y la inseguridad y por ende crece la seguridad privada o si el crecimiento de ambos fenómenos van de la mano y se retroalimentan: “…el aumento de la tasa de delincuencia en muchas ciudades no puede ser negado, el crecimiento espectacular de la industria y el comercio de la seguridad –experimentado a escala mundial en las tres últimas décadas– no puede explicarse, sin embargo, al margen del proceso de producción del problema social de la inseguridad ciudadana –no siempre, como también hemos visto– directamente relacionado con el aumento de la delincuencia. La industria de la seguridad ha alcanzado un crecimiento anual durante los últimos años del siglo XX, del 30% en los países del Sur y del 8% en los del Norte. En muchos países, el número de agentes privados de seguridad supera ya al de los policías públicos (…) Sin embargo, muchos países que inicialmente han practicado el laissez-faire frente a este desarrollo espectacular, hoy tienden a legislar su funcionamiento para evitar abusos y corrupción (…) El sector es muy intensivo en personal en todo el mundo y lo es más aún en Latinoamérica por la menor tasa de incorporación de tecnología a los servicios. A los 1.600.000 vigilantes de seguridad formalmente registrados probablemente deban añadírsele unos 2.000.000 más que no han sido registrados. En Latinoamérica, por lo tanto, habría cerca de 4.000.000 de personas trabajando en el sector de la seguridad privada, cifra que crece del 6 al 8% anual. Para dimensionar este mercado téngase en cuenta que en este momento hay unos 690.000 vigilantes registrados en toda Europa. En Argentina, su Policía Federal tiene 43.000 efectivos y hay unos 75.000 vigilantes formalmente registrados u otros 70 u 80.000 ilegales; en Brasil, 570.000 y un millón; en México 450.000 registrados y quizás 600.000 ilegales. En Chile, Carabineros tiene 36.000 efectivo (…) y existen unos 45.000 vigilantes privados registrados, un número indeterminado sin registrar y la cifra crece al 9% anual”
.

La cuestión llegó al extremo de que las Naciones Unidas han conformado un Grupo de Trabajo que se encuentra elaborando un borrador de Convención de las Naciones Unidas sobre el uso de Milicias Privadas y Compañías Privadas de Seguridad (MPCS)
, dado que la realidad actual es que varios Estados en el mundo hacen hoy uso de MPCS de varias formas no reguladas de manera a lograr diversos objetivos, sin patrones claros de utilización, donde “lo militar” se confunde en varias oportunidades con “los aspectos que hacen a la seguridad civil”.

Es importante puntualizar que las empresas de seguridad privada son insuficientemente controladas por la autoridad de aplicación (PN):

· Reciben una única certificación (en otros países, como por ejemplo Chile, las certificaciones son anuales) que les sirve “de por vida”.

· Se realizan controles anuales, pero basados en los informes acercados por las empresas, por lo que la PN se limita a certificar lo “informado” sin tener la capacidad de ejercer un control más estricto del personal (entrenamiento, salud psíquica, manejo de armamento, antecedentes y legajos)  ni del armamento que poseen estas empresas.

· Carencia de personal y de recursos: la División policial a cargo de controlar a las empresas privadas cuenta con un número insuficiente de funcionarios para cubrir todo el país y carece de elementos esenciales para el cumplimiento de sus funciones.

· Carencia de marco legal: en estos momentos se está discutiendo una ley que regulará el funcionamiento de las empresas de seguridad privada. Existen varios anteproyectos. Por otro lado, la Ley N° 1910/02 es una ley que debe ser actualizada necesariamente. La ley que regule la seguridad privada y la modificación de la ley mencionada más arriba, deben ser un instrumento idóneo para que estas empresas presten sus servicios en condiciones de complementar la seguridad que el Estado debe proveer y no constituirse en un factor más de riesgo para la seguridad ciudadana.
Capítulo II
Objetivo general de la PNSC
Marco conceptual y definición
Marco Legal
(i) El objetivo general de la PNSC es delinear pautas generales para la concreción de niveles de seguridad pública
 y gobernabilidad que permitan el ejercicio pleno de los derechos y libertades ciudadanos, es decir, la plena vigencia de la ciudadanía.
(ii) En el marco conceptual de la PNSC de la República de Paraguay, es  la ciudadanía y no el Estado quien ocupa el centro de la política pública. La PNSC es una herramienta para que la sociedad paraguaya pueda realizar el tránsito desde un pasado autoritario de la seguridad nacional hacia la construcción de esquemas de seguridad más amplios, democráticos e integrales que se basen en el concepto del ejercicio de los derechos de una  “ciudadanía plena”. En este contexto, la PNSC elaborada por el MI contiene un conjunto de directrices que se caracterizan por estar interrelacionadas y se erigen en orientadoras de la actuación de este órgano del  Estado,  previendo la articulación armónica con otras instituciones del Estado y con participación ciudadana. La PNSC es, así, un instrumento para garantizar la seguridad de la población en general y se inscribe en el marco de las políticas generales del Estado
, con un total respeto de las garantías y de los derechos y libertades de los ciudadanos. Se suscribe la conceptuación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
:  “…el concepto de seguridad ciudadana es el más adecuado para el abordaje de los problemas de criminalidad y violencia desde una perspectiva de derechos humanos, en lugar de los conceptos de ‘seguridad pública’, ‘seguridad humana’, ‘seguridad interior’ u ‘orden público’. Este deriva pacíficamente hacia un enfoque centrado en la construcción de mayores niveles de ciudadanía democrática, con la persona humana como objetivo central de las políticas a diferencia de la seguridad del Estado o el de determinado orden político. En este orden de ideas, la Comisión entiende pertinente recordar que la expresión seguridad ciudadana surgió, fundamentalmente, como un concepto en América Latina en el curso de las transiciones a la democracia, como medio para diferenciar la naturaleza de la seguridad en democracia frente a la seguridad en los regímemes autoritarios. En estos últimos, el concepto de seguridad está asociado a los conceptos de ‘seguridad nacional’, ‘seguridad interior’ o ‘seguridad publica’, los que se utilizan en referencia específica a la seguridad del Estado. En los regímenes democráticos el concepto de seguridad frente a la amenaza de situaciones delictivas o violentas, se asocia a la ‘seguridad ciudadana’ y se utiliza en referencia a la seguridad primordial de las personas y grupos sociales (…). Al hacer referencia a la “población en general”, lo que no aparece tan obvio es que la “seguridad es un bien” (que) también se encuentra “injustamente distribuido” en el Paraguay
, como lo refrenda un estudio de Naciones Unidas que señala que “nueve de cada diez personas cree que el Estado no atiende prioritariamente la seguridad ciudadana de las poblaciones más pobres”
.
En general, las PNSC y similares, tienen ciertas características que le otorgan una impronta particular. En primer lugar, son políticas pluridimensionales porque están referidas y afectan a diferentes aspectos de la vida institucional y social. Tradicionalmente, en América Latina, se ha tendido a enfocar a las políticas de seguridad ciudadana como una instancia exclusivamente limitada a la neutralización de conductas delictivas mediante el accionar predominante del sistema policial. No ha sido habitual en la región considerar que la problemática de la seguridad ciudadana es producida y reproducida por medio de un conjunto de factores y procesos sociales, políticos, culturales y económicos de diferente envergadura e intensidad, y cuyos efectos y consecuencias también repercuten en todos estos aspectos de la vida colectiva de nuestra sociedad. De allí que una política de seguridad ciudadana debe aplicarse de manera integral y producir intervenciones sobre ese conjunto de aspectos y dimensiones de la vida social. 
A este respecto, es importante traer a colación lo que señala un documento de reciente elaboración y por ende, actualísimo en cuanto a su contenido: “Las Directrices de la Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia (2002), la más reciente resolución de las Naciones Unidas en este sentido, distinguen cuatro tipos de prevención: 

· Prevención a través del desarrollo social (o prevención social del delito) 
· Prevención a nivel local o “prevención comunitaria” 
· Prevención situacional 
· Prevención de la reincidencia. 
Estos enfoques y su implementación política y práctica han integrado progresivamente la noción de seguridad ciudadana, seguridad de las comunidades (del inglés community safety, en el sentido de los lugares de vida, los barrios, las escuelas) o seguridad cotidiana”
.

En segundo término, son políticas multisectoriales porque implican la intervención de una variedad de actores estatales y sociales. En nuestra región, ha sido habitual colocar al sistema policial como el actor exclusivo o predominante de las políticas de seguridad, no obstante, el carácter pluridimensional de la seguridad ciudadana está asumido por el MI, teniendo en cuenta justamente la impronta multisectorial de las políticas específicamente abocadas a intervenir sobre los problemas que inciden en la inseguridad.

Y, finalmente, son políticas complejas porque suponen la gestión de problemáticas diversas, algunas de las cuales tienen ciertas características peculiares.  En seguimiento a lo anterior, la PNSC es definida como el conjunto de intervenciones públicas llevadas a cabo de manera integral por diferentes actores estatales y sociales –públicos o privados– de manera sostenida y bajo condiciones de buen gobierno a los efectos específicos de abordar, prevenir y resolver aquellos riesgos y conflictos (concretos o previsibles) de carácter violento y/o delictivo que lesionen los derechos y libertades de la ciudadanía en un determinado ámbito espacio-temporal en sus dimensiones objetivas y subjetivas. Se trata, pues, de una política de prevención y control de la violencia y el delito, mediante el uso legítimo de las herramientas institucionales que le otorga el marco de un Estado de Derecho democrático en alianza y coordinación con la sociedad civil. 
(iii) En cuanto al marco legal de la PNSC, como se ha señalado en un Informe realizado sobre la PN años atrás
, la misión del órgano policial, en atención a lo establecido en la Constitución de la República, no es clara: “En un estado democrático de Derecho es la Constitución Política la que define la misión de las instituciones públicas, entre ellas la de los cuerpos de Policía. Sin embargo, ocurre que el citado artículo 175 de la Constitución de 1992, donde se define a la Policía, no es claro en establecer como tarea fundamental de la PN la protección de los derechos y libertades fundamentales de las personas. De hecho, parece hacer de la preservación del ‘orden público legalmente establecido’ (orden público puede definirse en términos democráticos o autoritarios) la actividad central (…) policial, de manera que la seguridad del Estado o de las instituciones estatales pueda ser puesta por encima de la gente, de la seguridad de los habitantes”. No aparece claro entonces que la misión de la PN sea trabajar por la seguridad ciudadana, por lo que esta falta de claridad en la definición constitucional del rol policial tiene consecuencias sobre la labor policial. En palabras del Informe precitado, tal debilidad puede ser enmendada a través de modificaciones legales y operacionalmente a través de la redefinición de la doctrina policial y de los contenidos del sistema educativo policial. 

La Ley 222/93 “Orgánica de la Policía Nacional” tiene el inconveniente de estar basada en las leyes que organizaban la Policía de la Capital, leyes que provienen de tiempos dictatoriales: “… la ley 222 no hizo los ajustes conceptuales que requiere la función policial moderna en una democracia”, siendo (…) “una copia de las anteriores, que se venían repitiendo desde la Ley 106/51, con ajustes mínimos y una sistematización repetitiva de la anteriores con ausencia de conceptualizaciones básicas”
. 

Otros problemas que tiene la actual legislación son los siguientes
:

· Excesivo reglamentarismo.
· Excesiva remisión en asuntos importantes a normas de inferior jerarquía (lo cual genera reglas de juego poco claras e inestabilidad en la carrera policial).
· Crea un amplio y complejo conjunto de organismos y dependencias dentro de la PN sin señalar las funciones de las mismas.
· No existe una compatibilidad con las normas procesales penales y penales.
· Ausencia de normas específicas en cuanto a los sumarios administrativos al personal policial, compatibles con las normas procesales penales y penales (ausencia del debido proceso).

Otros aspectos a considerar:

· Realizar una investigación, estudio y evaluación de las normas existentes sobre seguridad ciudadana y Policía. 

· Analizar el dictado de un Código Nacional de Policía (para identificar y regular los medios de Policía y las contravenciones ciudadanas). Otra alternativa es elaborar independientemente un Código de Faltas, cuestión que, de hecho, se encuentra pendiente dentro del proceso de reforma del sistema penal paraguayo.

· Reglamentar del uso de la fuerza y los operativos policiales.
Por estas razones y por otras que se acaban de citar, la PNSC apuntará a todas las modificaciones legales que sean conducentes a una política de seguridad democrática incluyendo la norma que se cita a continuación. La PNSC reconoce el ámbito de la seguridad interna establecida en el artículo 37 de la Ley N° 1337/99 “De Defensa y de Seguridad Interna”, como “la situación de hecho en la cual el orden público está resguardado así como la vida, la libertad, y los derechos de las personas y entidades y sus bienes, en un marco de plena vigencia de las instituciones establecidas en la Constitución Nacional”. Dicha norma amerita también su estudio para adecuarla a las necesidades de la coyuntura actual.

En cuanto a la normativa internacional, teniendo en cuenta la jerarquía normativa en el país, y el artículo 145 de la Constitución de la República, que taxativamente señala: “La República del Paraguay, en condiciones de igualdad con otros Estados, admite un orden jurídico supranacional que garantice la vigencia de los derechos humanos, de la paz, de la justicia, de la cooperación y del desarrollo, en lo político, económico, social y cultural”, cabe agregar que el Paraguay además es signatario de los más importantes convenios internacionales relacionados con la lucha contra los distintos tipos de criminalidad y su prevención.
Por otro lado,  es importante referirse a la determinación del alcance de las obligaciones del Paraguay conforme a los instrumentos del Derecho Internacional de los Derechos Humanos aplicables. Tal como lo señala la CIDH, en el orden jurídico internacional de los Derechos Humanos no se encuentra consagrado de forma expresa el derecho a la seguridad frente al delito o a la violencia interpersonal o social
.  Se puede inferir, analizando estas normas, que ese derecho surge de la obligación del Estado de garantizar la seguridad de la persona en los términos del artículo 3 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos: “Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad o a la seguridad de su persona”; del artículo 1 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre: “Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”; del artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos: “Toda persona tiene el derecho a la libertad y a la seguridad personales”; y del artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: “Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales”: “la Comisión considera que la base de las obligaciones exigibles al Estado se encuentra en un plexo normativo que exige la garantía de derechos particularmente afectados por conductas violentas o delictivas, cuya prevención y control es el objetivo de las políticas sobre seguridad ciudadana. Concretamente, este cúmulo de derechos está integrado por el derecho a la vida; el derecho a la integridad física; el derecho a la libertad; el derecho a las garantías procesales y el derecho al uso pacífico de los bienes…”
.
Es pertinente avanzar en un proceso comparativo y adecuación de la PNSC a los instrumentos jurídicos internacionales existentes en el vasto universo normativo internacional, como por ejemplo, los instrumentos internacionales protectores de los derechos humanos y otros como la adecuación de la normativa nacional a los mandatos de la Corte Penal Internacional y, convenios que obligan al país a combatir actividades criminales transnacionales, como el tráfico de drogas, el tráfico de armas, la trata de personas, el terrorismo y aquellas de cooperación policial internacional. 

Capítulo III
Ejes de la Política de Seguridad Ciudadana
Eje 1: Cuadro situacional de la violencia y el delito y Diagnóstico institucional
i) Objetivo Específico

La construcción, mantenimiento y actualización constante de un cuadro de la situación de la violencia y el delito y la elaboración de un diagnóstico institucional del Estado, su situación organizativa y funcional en lo que atañe a seguridad para el diseño de una estrategia institucional que indique las reformas o modernizaciones necesarias para un clima más seguro.
ii) Estrategias principales

a) La elaboración y actualización permanente de un cuadro situacional de los fenómenos de la violencia y el delito
En cuanto a esta primera estrategia, la misma debe ser el resultante de un  proceso permanente de recopilación y sistematización de información y de abordaje analítico del fenómeno, debe dar cuenta de la situación general y específica del delito y la violencia existente en un tiempo y espacio determinado, su evolución, modalidades de manifestación, despliegue territorial y su impacto social e institucional. Sin dicho conocimiento resulta imposible desarrollar estrategias focalizadas y eficientes de prevención y conjuración de dichas problemáticas así como también planificar acciones e intervenciones gubernamentales en la materia. Un primer paso ha sido la realización de la ENSC 2009 (por primera vez cubriendo todo el territorio del país), cuya recolección de datos ha concluido en el 2009, encontrándose la misma en proceso de análisis. La importancia de esto reside fundamentalmente en la necesidad de producir un conocimiento lo más detallado y actualizado posible del conjunto de eventos y procesos que en una determinada sociedad vulneran o quebrantan de alguna manera los derechos y libertades de las personas y el necesario imperio de la ley. Es preciso establecer el “dónde”, “cuándo”, “quién o quiénes” y “cómo” se cometen los delitos. Dichas problemáticas configuran el ámbito y el objeto central de las políticas de seguridad ciudadana y en su marco, de las diferentes modalidades de intervención estatal y comunitaria tendientes a controlarlas. 

La actualización de bases de datos con indicadores cuidadosamente definidos, la realización regular de Encuestas de Victimización (o Encuestas de Seguridad Ciudadana, como se la ha denominado) mencionada previamente, la modernización de las oficinas estadísticas de la PN y la estandarización de datos e indicadores con otras dependencias como el MP son tarea imprescindible. 

b) La elaboración de un diagnóstico institucional de la capacidad funcional y gestión del Estado
Esto es fundamental ya que permite a los actores estatales encargados del sector seguridad tener una idea detallada de la organización y del funcionamiento real de las estructuras de las instituciones  del área de seguridad, de sus agencias componentes y de los actores sociales que intervienen en el ámbito de la seguridad ciudadana así como también de las políticas, estrategias e iniciativas desarrolladas o en desarrollo, esto es, un conocimiento pormenorizado de las condiciones institucionales de la respuesta estatal y social a la problemática delictiva y de violencia a ser prevenidas o reprimidas. Asimismo, dicho saber favorece el desarrollo de un proceso de modernización y fortalecimiento institucional –organizativo, funcional, doctrinal– de los diferentes componentes del sistema de seguridad pública a los efectos de desarrollar las estrategias de control de la violencia y el delito. 

Este diagnóstico institucional debe centrarse en la estructuración organizativa y funcional de los principales componentes del sistema institucional de seguridad ciudadana, esto es, el sistema de prevención social de la violencia y el delito; el sistema policial; el sistema de persecución penal; el sistema penitenciario; la participación comunitaria; y el ámbito de la seguridad privada. El diagnóstico, además, debe contemplar el desempeño y los resultados obtenidos por dicho sistema en el ejercicio del control –prevención o persecución penal– de la violencia, los conflictos que vulneran el orden público y el delito. 
Eje 2: Modernización Institucional
i) Objetivo específico

Reestructurar y modernizar aspectos organizativos y funcionales que hacen al sistema institucional de seguridad ciudadana con base en el diagnóstico institucional realizado previamente a los efectos de convertir a estas instituciones en herramientas aptas y convenientes para el desarrollo de estrategias eficaces de prevención y control del delito y la delincuencia como soporte a los aspectos sustantivos de la PNSC.
ii) Estrategias instrumentales principales

a) Fortalecimiento de la gobernabilidad democrática de la seguridad ciudadana
Primeramente, se buscará conceptuar a la gobernabilidad democrática. De acuerdo con Prats
, “la gobernabilidad pura y dura es sinónimo de estabilidad política. (…). Un sistema social es gobernable cuando está estructurado sociopolíticamente de modo tal que todos los actores estratégicos se interrelacionan para tomar decisiones colectivas y resolver sus conflictos conforme a un sistema de reglas y de procedimientos formales o informales -que pueden registrar diversos niveles de institucionalización- dentro del cual se formulan sus expectativas y estrategias. (…) Esto supone que puede existir gobernabilidad en sistemas no democráticos. (….) La gobernabilidad democrática se dará sólo cuando la toma de decisiones de autoridad y la resolución de los conflictos entre los actores estratégicos se produzca conforme a un sistema de reglas y fórmulas que podamos calificar como democracia”. 
Se entiende, por otro lado, a la “gobernabilidad democrática de la seguridad ciudadana” como: “…la capacidad institucional por parte de las autoridades legítimas de diseñar, implementar y evaluar políticas de prevención y control de la violencia y el delito”
.
Ya se ha señalado que los países de la región atraviesan por una serie de situaciones institucionales críticas con relación a la problemática de la seguridad ciudadana. Por un lado, ante el crecimiento y la complejización creciente de la criminalidad y de la sensación de desprotección ciudadana observada, existe una extendida demanda social a favor de una política de “mano dura” cuando que lo que se debería demandar es gobernabilidad democrática más eficiente y activa sobre estos asuntos. No obstante, la histórica desatención de los mismos por parte de las autoridades gubernamentales nacionales y locales y la ausencia de estructuras de gestión y de un funcionariado especializado en la materia, impiden brindar respuestas institucionales integrales y duraderas a través de la formulación e implementación de políticas y estrategias de seguridad ciudadana de mediano y largo plazo. 

Las crisis institucionales que se suceden recurrentemente ante hechos puntuales de violencia o delictivos altamente dramáticos y espectaculares (Ejemplos: secuestros, atentados terroristas, y otros) son una expresión contundente de la inestabilidad institucional a la que son proclives los gobiernos por causa de los problemas de seguridad. Dichas crisis no solamente han provocado reacciones populares violentas o movilizaciones colectivas permanentes sino también la constante rotación en cortísimos períodos de tiempo de funcionarios de dirección en los ministerios o secretarías abocados al gobierno de los asuntos de la seguridad pública, todo lo cual ha impedido u obstruido el desarrollo de políticas institucionales de seguridad que sean integrales y continuas. La existencia de un estado de gobernabilidad democrática sostenible como marco para la aplicación de una PNSC como Política de Estado, se vuelve por lo tanto imprescindible.

b) Estrategia de Reforma y Modernización Policial

En primer término, se debe dejar bien en claro que la PN se encuentra en pleno proceso de transición, de una institución carente de una doctrina plenamente democrática, con un enfoque eminentemente represivo y con el sello autoritario que le implantó el régimen autocrático del dictador Stroessner por más de 35 años, a una policía moderna para un Estado Democrático y Social de Derecho. 

La transición a la que se hace referencia no es menor ya que la PN ha venido arrastrando, como institución, una herencia pesada que se caracteriza por persistentes y resistentes esquemas autoritarios; poco presupuesto y mala paga; baja autoestima; desconfianza ciudadana; altos niveles de corrupción e impunidad; permanente rotación de cuadros jerárquicos como consecuencia de fluctuaciones políticas que no buscaban su reforma sino su fiel subordinación; falta de reglamentaciones adecuadas; mala distribución y poco pie de fuerza (aunque esto último aumentó a más del doble en la actualidad); falta de revisión y modernización de su malla curricular; sistema de ingreso a los institutos policiales de enseñanza inficionados por la corrupción y el clientelismo donde ya se han iniciado cambios radicales como, por ejemplo, la firma de un convenio con la Universidad Católica para que tome a  su cargo los exámenes de ingreso, de manera a ir abandonando esa corrupción que ab initio marcaba la carrera de los agentes policiales;  la ausencia de un carácter competitivo para el acceso a la docencia en los institutos policiales de enseñanza;  ausencia de tecnología; escaso equipamiento; deficiente y precaria infraestructura; y falta de una política clara en materia policial, entre otros aspectos.    

De ahí que hablar de reforma policial en este contexto no es sólo un problema de los cuerpos policiales. Lo es, claro, pero sólo parcialmente. La reforma policial es una responsabilidad del Estado y de la sociedad como un todo y, también, una responsabilidad de los cuerpos policiales. Esa reforma policial tiene que ser a fondo e integral. Hay que traer a nuestra Policía del siglo XIX y colocarla en el siglo XXI. La reforma policial supone que las instituciones policiales funden su misión con un énfasis en la protección de los derechos y libertades de los ciudadanos y no únicamente en la represión al delito. El núcleo de la actividad policial es prevenir situaciones de riesgo y el acaecimiento de hechos delictivos, en tanto que la ocurrencia del delito significa un desmedro en los derechos y libertades ciudadanas. La misión de la Policía es proteger los derechos y libertades de las personas. La represión a las conductas delictivas es sólo parte de lo que debe hacer en esa protección señalada.

En la reforma policial, la estructura, funcionamiento y sistemas de control de los cuerpos de Policía deben construirse en el marco de su carácter de servicio público democrático. La PN es un servicio, un servicio público y no privado, y es un servicio democrático, que no puede hacer distinción por motivos de género, etnocultura, condición social o económica, ideología o filiación política. La reforma policial supone también la recuperación de la dignidad del ser y del quehacer policial. Al policía no se lo puede seguir viendo como el agente estatal represivo por excelencia, porque en ese camino no existe manera de construir el sistema de seguridad ciudadana y los cuerpos de Policía deseados. Al policía hay que respetarlo como un servidor público: abnegado, generoso, mal pagado, al que difícilmente se le dan los instrumentos y herramientas para hacer su trabajo en forma eficiente, con grandes limitaciones de medios y recursos, baja capacitación y al que permanentemente se le castiga la autoestima -como ya lo se mencionó más arriba-, dentro de la institución y por parte de la sociedad civil. Obviamente que el policía debe ganarse cada día ese respeto a través de un cambio radical de algunos aspectos de la gestión policial. Podría decirse que, en gran medida, la sociedad se refleja en su Policía.

Por otra parte, la Policía debe ser un cuerpo armado civil, civilista y no militar ni militarizado; ceñido al Estado Social de Derecho y al principio de la legalidad, apolítico y apartidario. Debe ser moderna y profesional, alejada lejos de los estigmas represivos que deben ser dejados en el pasado. Debe ser una institución desburocratizada, en la que sus estructuras sean rediseñadas y sus sistemas de gestión policial reformulados con miras a la eficiencia y eficacia, utilizando sistemas tecnológicos modernos de gestión de administración policial. Se la debe dotar para ello de presupuesto adecuado, capacitación, medios y diseño de indicadores de gestión junto con sistemas de evaluación permanente. Además, debe rendir cuentas externamente. El principio de accountability es central a la transparencia de la institución y la confianza ciudadana. También es importante señalar que la reforma policial tiene que significar una mejora salarial importante para los policías. Los agentes policiales deben percibir un salario y beneficios que le permitan vivir con un mínimo de dignidad para ir con el tiempo convirtiendo a la carrera una alternativa laboral respetada en la sociedad. 

En el año 2003 la fuerza policial ascendía a aproximadamente 13.000 efectivos
. Los esfuerzos por la modernización policial aumentaron este número a aproximadamente 22.190 efectivos actualmente. A los efectos de realizar un diagnóstico del personal policial se realizó un censo que culminó en el 2010 y se halla en fase de análisis. Dicho censo responde a la situación del personal en el 2009 y si bien ya se cuenta con los totales, se están realizando los cruzamientos necesarios para poder determinar qué número de los efectivos se dedican realmente a funciones “operativas” y cuántos a funciones administrativas y otras que no afectan al pie de fuerza. Asimismo, se analizará la distribución geográfica de los efectivos para proceder a su reorganización. Este insumo es de suma trascendencia a los efectos de la transparencia y la construcción de un modelo policial efectivo y conforme a los lineamientos de la PNSC. A continuación se exhibe el cuadro correspondiente al número de efectivos reportados por el Censo:

	
	
	
	
	
	
	

	Cuadro 8
PARAGUAY: Total de efectivos policiales por sexo, según Departamento, 2009
.
	

	
	
	
	
	
	
	

	Departamento
	Sexo
	
	
	

	
	Total
	Varón
	Mujer
	
	
	

	Total
	17.964
	15.334
	2.630
	
	
	

	Asunción
	6.917
	5.302
	1.615
	
	
	

	Concepción
	548
	533
	15
	
	
	

	San Pedro
	447
	425
	22
	
	
	

	Cordillera
	657
	603
	54
	
	
	

	Guairá
	343
	321
	22
	
	
	

	Caaguazú
	782
	748
	34
	
	
	

	Caazapá
	274
	269
	5
	
	
	

	Itapúa
	515
	486
	29
	
	
	

	Misiones
	459
	431
	28
	
	
	

	Paraguarí
	617
	575
	42
	
	
	

	Alto Paraná
	1.128
	1.090
	38
	
	
	

	Central
	3.612
	2.953
	659
	
	
	

	Ñeembucú
	443
	424
	19
	
	
	

	Amambay
	465
	453
	12
	
	
	

	Canindeyú
	430
	420
	10
	
	
	

	Pte. Hayes
	174
	160
	14
	
	
	

	Boquerón
	92
	86
	6
	
	
	

	Alto Paraguay
	61
	55
	6
	
	
	

	Fuente: DGEEC. Censo de la Policía Nacional - 2009.
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	


Por otro lado, la función policial debe caracterizarse además, por ser eminentemente preventiva. Esto, sin olvidar, ni dejar de lado que, obviamente, tiene que desarrollar funciones y labores represivas, debiendo siempre enmarcar su actuar estrictamente dentro de lo que la Ley le faculta, estando siempre al servicio de todos los ciudadanos y cada uno de los habitantes de nuestro país, sin distinción de ninguna especie, procurando siempre propugnar medidas para mantener el clima de seguridad y tranquilidad que la ciudadanía requiere, para su desenvolvimiento. La Policía debe estar subordinada al Estado de Derecho, al imperio de la Ley, respetando a la persona humana.
Todo esto replantea la necesidad de reestructuración del esquema organizacional que debe reflejarse en un organigrama moderno y actualizado. Por dar un ejemplo, en la ley reglamentaria de la función policial se establece que una de las direcciones generales es la de “Orden y Seguridad”
; asimismo, se constituye en una de las especialidades del personal policial, conjuntamente con las de Sanidad e Intendencia
; con dicha denominación no hay que mucho que agregar a la hora de comprender los rasgos que aún mantiene la institución: la de no ser una Policía que otorgue el lugar que le corresponde a la labor preventiva. Tal cual se reafirmó en la 17ª Reunión de la Comisión de Prevención de la Criminalidad y Justicia Penal de abril de 2008 de Naciones Unidas, es cada vez más ineludible para los gobiernos reforzar la prevención de la criminalidad en las zonas urbanas y el papel de los ciudadanos en las políticas de seguridad, así como lograr un mayor equilibrio entre la prevención y las medidas de justicia penal, sistema este último del cual forma parte el subsistema policial.
¿Dónde está, desde el punto de vista legal e institucional, el enfoque preventivo en la PN? Hasta ahora no existe. ¿Puede algún policía en el Paraguay tener una visión preventiva dentro de este esquema? La respuesta es no, salvo excepciones individuales. Al menos no puede esperarse eso como resultado del actual enfoque establecido en la ley, también plasmado en la malla curricular y por ende arraigado en el ethos policial. Si bien se ha iniciado un proceso que apunta en esa dirección, aún se requieren de cambios institucionales, legales y culturales, que sólo podrán sedimentar con el tiempo. El proceso, sin embargo, ha arrancado, y no se detendrá.
En síntesis, la reforma policial tiene que traducirse en que la PN no sea instrumento del gobierno de turno sino herramienta de la seguridad ciudadana como Política de Estado en la que la PN no sea un medio para servir intereses estatales sino a la comunidad y a los más vulnerables y, que las prioridades de la PN sean a su vez las prioridades de las comunidades en las cuales trabaja. Esquemas como la Policía Comunitaria con enfoque preventivo deben constituir el centro de la agenda política de la PN.
Policía Científica

En el marco de la modernización de la gestión policial no puede dejar de mencionarse la proyección que pretende el Ministerio del Interior en el desarrollo de los aspectos científicos de la investigación criminal hacia un cuerpo altamente especializado de Policía Científica. Ya se ha hablado en el presente documento acerca de la complejidad actual del fenómeno de la delincuencia. Esto, entre otras cosas, ha desbordado a la criminalística tradicional. La tendencia actual se dirige hacia una ampliación del campo interdisciplinar por lo que continuamente se pretende ir integrando nuevas especialidades. La División de Criminalística de la PN depende del Departamento de Investigación de Delitos que a su vez depende de la Dirección de Apoyo Técnico, subordina ésta a la Dirección General de Orden y Seguridad. Como se observa, una futura reforma legal necesariamente deberá jerarquizar el área de criminalística, otorgándole autonomía y, por ende, el sitial que le corresponde de acuerdo a su importancia dentro del esquema de trabajo policial moderno. La mencionada División, en la actualidad, cuenta con aproximadamente 100 funcionarios de los cuales 80 son especializados. La mayoría (aproximadamente 80%) son egresados del Instituto de Criminalística de la PN y el resto está conformado por profesionales (químicos, bioquímicos, ingenieros y otros) egresados de universidades e integrados en carácter de funcionarios o incorporados como personal policial a la División. La misma contaba con un laboratorio bastante importante, el cual fue destruido prácticamente por completo en enero de 2010. Luego de este hecho, se montó un laboratorio provisorio pero básico y con serios problemas de insumos.
Esto se agrava si se considera que originalmente el radio de acción de la Policía Científica o Criminalística se circunscribía a Asunción y el área metropolitana y que en el año 2009 se amplió a 15 Departamentos sin que se cuenten con laboratorios en otras regiones geográficas o con móviles equipados (se cuenta con uno sólo) suficientes para cubrir la demanda. Se está planificando, en este momento, la construcción en breve lapso de un nuevo laboratorio en la ciudad de San Lorenzo. Además, dada la ampliación de su radio de acción al número de departamentos mencionados y a las dificultades para la remisión de las muestras y pruebas a un único laboratorio en Asunción, se plantea, dependiendo esto de las disponibilidades presupuestarias, montar laboratorios de investigación en zonas estratégicas como la ciudad de Coronel. Oviedo -por su estratégica ubicación como punto nodal- e ir expandiendo la instalación de los mismos progresivamente a otras zonas críticas como Alto Paraná, Amambay e Itapúa.

En la práctica, la Criminalística o Policía Científica se desarrolla en espacios de investigación como laboratorios en los que acostumbran a repartirse las especialidades. Actualmente, algunos elementos tanto tecnológicos como de formación curricular ya se hallan en curso o en proyección de desarrollo. Una Policía Científica acorde con los avances tecnológicos y la evolución de la criminalidad debe trabajar en las siguientes áreas:

  

1.- LABORATORIOS DE IDENTIFICACIÓN: Antropología forense -se relaciona también con la Biología y la Medicina legal-, Odontología forense; Identificación de huellas; Reseñas/Lofoscopia.
 

2.- LABORATORIOS DE TÉCNICA POLICIAL: Documentos cuestionados; Documentoscopia; Grafística; Análisis grafológico (Grafopsicológico); Análisis de la información y Lingüística forense; Arte; Marcas y patentes (Propiedad industrial); Balística forense (Balística operativa, Análisis de activación de neutrón); Física e ingeniería forense; Análisis de la salpicadura de mancha de sangre; Accidentología; Radar; Acústica forense.
 
3.- LABORATORIOS DE INNOVACIONES TECNOLÓGICAS: Análisis de la imagen; Fotografía forense; Fotografía y reseña digital, Grupo de vídeo; Informática forense; Software y hardware; Internet; Firma electrónica;  Desarrollo de aplicaciones avanzadas como soporte a la identificación.
  
4.- LABORATORIOS DE ANALÍTICA: Química toxicológica; Química general; Química toxicológica; Química criminalística; Biología y Química forense; ADN (pelos, análisis de fibra, sudor); Toxicología; Análisis de componentes explosivos; Entomología forense; Alimentos; Agricultura geológica y química; Dactiloscopia. 

Hacia una Policía Científica que sea capaz de ofrecer todas estas posibilidades investigativas se encaminan los esfuerzos, en el entendimiento de que el desafío de la criminalidad requiere de la utilización intensiva y extensiva de recursos humanos calificados en distintas disciplinas científicas y de tecnología e insumos que permitan llevar adelante un trabajo óptimo en el área de la investigación. Algunas de las áreas mencionadas ya funcionan en la actualidad y otras están en curso de desarrollo como el sistema AFIS mencionado previamente.  
Es importante señalar además que muchas veces, el hecho de que el Ministerio Público cuente con un moderno laboratorio -que desde sus orígenes contó con personal policial a falta de personal experimentado en el MP-, dificulta la investigación de hechos criminales por parte de la PN; por un lado, se da una superposición de funciones, mientras que además ocurre con cierta frecuencia que aquella institución retiene  -con razón o sin ella- evidencias que impiden a la PN continuar con su investigación. Esto requiere de modificaciones legales y de una mayor coordinación entre estas dos instituciones, de manera a facilitar la resolución de los casos, especialmente de aquellos complejos.

Inteligencia Policial: Un cambio de paradigma

Por lo general, la referencia a la labor de Inteligencia y a los servicios de Inteligencia, aún provoca cierta aprensión en el país; remite de modo reflejo a procedimientos casi siempre ilegales y clandestinos, cuando no violatorios de los DD.HH. Durante décadas, las dependencias oficiales de Inteligencia han servido como plataforma para el espionaje político, la extorsión y la delación. La violación de la privacidad, la venta de información “filtrada” a grupos de presión y hasta asesinatos por encargo han marcado al sector durante décadas.
El nuevo Ministerio del Interior ha decidido trabajar un nuevo y moderno paradigma de Inteligencia, centrado fundamentalmente en una recolección de información respetuosa de los derechos constitucionales y en un énfasis en la capacidad de análisis de la información. Como objetivo fundamental, se busca construir a mediano plazo un sistema permanente con la capacidad de colectar, ordenar, clasificar, procesar,  sistematizar e interpretar datos de un modo científico para la consecución de la meta fundamental de Inteligencia: comprender la situación objeto de análisis en un momento dado, para que esto permita tomar las decisiones que correspondan y que sean conducentes al logro de las metas previstas, así como para la formulación de planes de corto, mediano y largo plazo.
La manera en que esta transformación se da es a través de un proceso de evaluación y cotejo que considera la información, su contexto y la fiabilidad de las fuentes. El proyectado proceso de reorganización del sector apunta primeramente a reunir en una base analítica sólida los elementos que se hallaban desperdigados y expuestos a manipulaciones, o simplemente nunca aprovechados en todo su potencial. Dada la situación, la construcción de capacidad analítica veraz y comprobable es el primer objetivo del área.

 Se proyecta igualmente recuperar un gran terreno perdido en el ámbito tecnológico. La tecnología aplicada al análisis y a la recolección profesional de datos e información es de avanzada, es dinámicamente evolutiva, y por consiguiente costosa. Parte sustancial de esa inversión ha sido efectuada de manera formal por esta administración. La presente PNSC se apoya en la premisa de que la carrera tecnológica sigue un curso que requiere permanente adecuación de instrumentos y una permanente capacidad de actualización. En un futuro, todas las instancias de inteligencia del país deberán trabajar en conjunto y en cooperación con sus pares internacionales para intercambiar información sobre grupos criminales de diversa naturaleza, y otras amenazas potenciales para la seguridad. 

Constituir una comunidad de Inteligencia es la meta final para formalizar sistemas de análisis que aseguren el flujo constante de información fiable. Separar la información del rumor, y luego convertir la información en productos inteligibles para obrar en consecuencia, es la base fundacional de un enfoque profesional en materia de Inteligencia. 
De esto ya se ha hecho mención cuando se trató lo atinente a la necesidad de potenciar el Consejo de Seguridad Interna, el cual debe “proponer políticas relativas a la prevención e investigación científica de la delincuencia…”. En ese contexto institucional es que se debe poner en práctica la tendencia actual en el mundo que es la de integrar las agencias encargadas de la seguridad y hacer que la comunidad de Inteligencia trabaje coordinadamente, compartiendo la información que cada una de estas agencias obtiene y que puede servir a otra agencia, de manera a mejorar la eficacia de tales organismos. En otras palabras, cuando los servicios de Inteligencia de las FF.AA. obtienen información sobre delincuencia organizada, sobre narcotráfico o sobre un secuestro, la deben compartir con la PN, de la misma manera que cuando ésta última obtiene información relativa a la soberanía nacional, la debe compartir con las FF.AA. Se debe avanzar en esa dirección y un primer paso será, como se ha señalado, potenciar el Consejo de Seguridad Interna previsto en la ley, de manera a optimizar el rol que Inteligencia cumple en pos de los intereses del Estado. El objetivo es construir un Sistema de Inteligencia Estratégica, entendida ésta como el conocimiento que todo Estado debe tener por anticipado para ser capaz de propender a la satisfacción de sus intereses; concepto éste más amplio que el de la mera Inteligencia policial y militar. Ahondando el concepto, es el conocimiento de las capacidades políticas, económicas, religiosas, culturales y militares de una nación, que sirven para conseguir el logro de los objetivos nacionales y desarrollar planes políticos y militares en el ámbito nacional e internacional. Lo mismo en el ámbito de la seguridad interna para con las amenazas emergentes: capacidades, intenciones, probables acciones, probables respuestas, etc.

El último, pero probablemente el más relevante eslabón en la cadena de la inteligencia es el de los recursos humanos, responsable final de procesar, evaluar, entender, clasificar y contextualizar información. Y más importante aún, emplear la información procesada para decidir. Esto implica personal adecuadamente seleccionado y entrenado, pero también requiere de líderes capacitados para comprender el valor del trabajo sistemático y profesional. A corto plazo, los cursos de capacitación y entrenamiento dotarán al país de un número sin precedentes de personal apto para el trabajo moderno de Inteligencia. El análisis de Inteligencia es una práctica en evolución, que necesita incesantemente abordajes flexibles, nuevas ideas, técnicas y capacidades. 

c) Estrategia de modernización de la persecución penal. Sistema penitenciario
El Paraguay se encuentra dentro de un rango bastante aceptable en cuanto a los instrumentos e instituciones jurídicas para la persecución penal. El Sistema Acusatorio, adoptado por los Códigos Penal y Procesal Penal en la década de los 90, permite al Estado contar con las herramientas jurídicas para una eficaz persecución penal. El MP, en particular, ha sido reformado, constituyéndose en un órgano extra poder que representa a la sociedad ante los órganos jurisdiccionales del Estado, siendo titular de la acción penal pública, lo que le permite contar con instrumentos idóneos y ser independiente en sus funciones. No obstante, siguen persistiendo prácticas que vuelven al sistema de administración de justicia, en su conjunto, a constituirse en un espacio en el que se vulneran principios de independencia judicial y de imparcialidad. Asimismo, la falta de idoneidad de funcionarios, la resistencia cultural al cambio, la intervención o invasión política interesada dentro del sistema hacen que el mismo no actúe adecuadamente. El Poder Judicial se encuentra muy desacreditado y la confianza de la ciudadanía es muy baja, conforme a encuestas realizadas.
 Existen además problemas de acceso a la justicia por razones económicas, geográficas y de confianza, como se señaló. El sistema de justicia llega a pocos ciudadanos y se caracteriza por su alto nivel de corrupción por lo que finalmente el que queda entre rejas hace parte, en gran medida, de la población excluida. A este respecto, una investigación sobre acceso a justicia en el Paraguay, en el marco de un proyecto regional del PNUD, señaló, como “malas prácticas” en cuanto a acceso a justicia, lo siguiente: 
· Infraestructura vial deficitaria: dificulta(n) extremadamente el acceso a los centros de administración de justicia...
· Bilingüismo: (…) Esto, sin lugar a dudas, obstaculiza el nivel de acceso debido a la falta de medios y recursos institucionales que faciliten la traducción bilingüe de información y procedimientos (…).
· Desigual distribución de recursos: …distribución de recursos humanos, presupuestarios y materiales es desigual... 
· Justicia Electoral: …una desproporción acentuada en los recursos humanos, presupuestarios y materiales otorgados a la Justicia Electoral…
· Políticas públicas excluyentes que aumentan la pobreza y la desigualdad: En el Paraguay no existe tradición de desarrollo de políticas públicas incluyentes que tiendan a la mitigación o reducción de los niveles de pobreza y la desigualdad (…).
· Capital social y ciudadanía: …La escasez de capital social es al mismo tiempo causa y efecto de la pobreza y de su aumento. El mejoramiento de los niveles de acceso a la justicia depende sustancialmente del fortalecimiento de la sociedad civil y el mejoramiento del capital social y la ciudadanía (…).
· Corrupción y tráfico de influencias: ...existe una percepción ciudadana que señala al Poder Judicial como uno de los ámbitos públicos con mayores niveles de corrupción (…). Esto es observable en la impunidad de la mayoría de los casos paradigmáticos en materia de corrupción pública así como en el sentido de la resolución de casos en donde aparece claro el tráfico de influencias (…) la supuesta existencia de roscas de abogados y jueces, asociación que cuando se da en algunos casos (…), cierra totalmente la posibilidad de tener una sentencia justa.
· Carrera y nepotismo: ...hasta hoy día no existe un sistema de concurso y carrera interna para los funcionarios del Poder Judicial, MP, Ministerio de la Defensa Pública y Justicia Electoral. El resultado de esto es que el sistema de justicia se halla abarrotado vergonzosamente de parientes sanguíneos y políticos, amigos, imperando además un sistema clientelista que permea todos los niveles jerárquicos y a todos los ámbitos del Poder Judicial: Sindicatura General de Quiebras, Dirección General de Registros Públicos (…)
· Políticas de población y asentamientos no acompañados de presencia del Estado: Históricamente, la política de desarrollo del Paraguay se basó en la expansión de la frontera agrícola (…) en la mayoría de los casos no fueron acompañados de la presencia y la asistencia efectiva del Estado o de los servicios (…).
· Falta de recursos humanos multidisciplinarios: Los servicios de justicia permiten observar una importante carencia de experticia en diversos ámbitos. Es muy escasa la presencia de sicólogos, siquiatras, trabajadores sociales, antropólogos, expertos forenses y criminalísticos, lo que no permite un trabajo de alto rigor técnico, lo cual impacta finalmente sobre la posibilidad de acceso a justicia
.
En cuanto al sistema carcelario, el sistema de justicia demuestra su máxima ineficacia y falta de respeto a los derechos humanos de los internos, ya que a más de la miserable situación en la que sobreviven en verdaderos “depósitos humanos”, del total de 6.221 personas que actualmente se hallan recluidas, apenas el 17% está condenado en tanto que 5.146 internos, que representan al 83% restante, siguen con procesos pendientes
. En estas condiciones es obviamente imposible hablar de resocialización y ni siquiera de limitación de las vulnerabilidades de los internos e internas privados de su libertad (lo cual constituiría un programa mínimo de respeto de los derechos humanos de aquellos).

A este respecto, se señala lo siguiente: “Otro aspecto común en América Latina, que es preciso tener en cuenta al observar la definición de políticas públicas en materia de seguridad, es la mala condición en que opera el sistema carcelario. Es posible afirmar que las cárceles en la región atraviesan una crisis, en algunos casos, terminal (…) De esta forma se ha cumplido la profecía de las cárceles convertidas en universidades del delito, donde las condiciones benefician el intercambio de conocimientos en mecanismos de desarrollo criminal y utilización de la violencia como única forma para resolver conflictos (…) En síntesis, en América Latina se encuentra una situación paradójica donde las cárceles son administradas literalmente por los presos que negocian con la administración para lograr ciertos beneficios o para tener control interno de los recintos. De más está enfatizar que muchos delitos que ocurren en las principales ciudades de América Latina son diseñados, coordinados y efectuados a través de órdenes recibidas desde la cárcel, por tanto, debido a las pésimas condiciones de vida éstas no solo se han convertido en lugares de entrenamiento y adiestramiento de la delincuencia sino también en espacios de organización operativa” 
.

Una política nacional de seguridad debe contar con un acompañamiento de los operadores encargados del subsistema penitenciario; sin una reforma penitenciaria que contemple alojamientos dignos, diferenciados y con capacidad para albergar a los internos e internas, al menos, en condiciones dignas, la sociedad será más insegura.
Un aspecto relevante en términos de políticas de seguridad consiste en la implementación de una estrategia disuasiva tendiente a “aumentar el costo” de la comisión de los delitos. Lo que se sugiere cuando se habla de “aumentar el costo del delito” es aumentar las posibilidades reales que tiene un delincuente de ser capturado, juzgado, declarado culpable y encarcelado por el delito que cometió. “Aumentar el costo del delito” es disminuir la impunidad, asegurar un castigo real para quien delinque, de manera que la actividad delincuencial sea menos atractiva. El delincuente, con excepciones, es un actor racional que -en su contexto particular- escoge el delito frente a otras alternativas porque la actividad delincuencial le produce un rédito apetecible y en el corto plazo y porque en “su” balanza los riesgos son menores que los eventuales beneficios. Para desincentivar la actividad delincuencial, en consecuencia, es indispensable aumentar el costo de delinquir. Esto es lo que sugieren algunos autores señalando que “cuanto mayor sea el ratio de facilidad de acceso a la recompensa (material o inmaterial) de no cometer un crimen versus el ratio de la facilidad de acceder a la recompensa (material o inmaterial) de sí hacerlo, más débil será la tendencia a cometer un acto criminal”
. Además, a este respecto debe tenerse en cuenta que el sistema de justicia contribuye con el crecimiento de la criminalidad por el mal uso de las medidas cautelares previstas en el Código Procesal Penal, por la morosidad judicial y por el alto número de casos (emblemáticos algunos) que quedan en la impunidad.

Por otro lado, el sistema penal debe dejar de centrarse en el delincuente y empezar a prestar atención a la víctima. Es la protección de la víctima y el reconocimiento de los derechos de la víctima lo que debería mover los sistemas penales. Con esto no se sugiere que la punición de los delincuentes no sea fundamental. Pero lo primordial y lo básico es proteger los derechos de las víctimas, ello, sin ir en desmedro tampoco de descuidar la protección de los derechos del presunto autor de un delito y del delincuente.

Para concluir, se puede sintetizar señalando que la persecución penal en Paraguay está amparada en herramientas legales adecuadas, pero su funcionamiento es imperfecto debido a elementos como la falta de desarrollo institucional; corrupción generalizada; falta de capacidad y capacitación investigativa; y falta de independencia del sector judicial en la ejecución de su labor. De ahí que las políticas deben apuntar a fomentar el desarrollo institucional del sistema, su transparencia, disminuyendo la impunidad, desarrollando técnicas investigativas con fuerte apoyo en elementos tecnológicos y fomentando el desarrollo de una cultura de servicio público para el acceso ciudadano a la justicia.

d) Estrategia de descentralización y fortalecimiento de la gobernabilidad local de la seguridad ciudadana

En Paraguay, los gobiernos municipales carecen de la capacidad sustantiva y de gestión para enfrentar los desafíos de la inseguridad. La mayoría realiza planes locales sin las coordinaciones o articulaciones con la PN o la comunidad, o bien, sencillamente no existen iniciativas en ese sentido. Dentro de los gobiernos locales -quizás con alguna excepción- no existen dependencias abocadas y especializadas en el abordaje de este tema. La experiencia demuestra que la inseguridad puede ser mejor abordada desde los gobiernos locales siguiendo las pautas de una política nacional de seguridad. Por esta razón, las autoridades municipales precisan abordar paulatinamente los temas de seguridad ciudadana en el marco de una política pública y comenzar a intervenir en temas de inseguridad en el marco de un “sistema de gobernabilidad local de la seguridad ciudadana”. En función a ello, el fortalecimiento del gobierno local en la gestión de la seguridad ciudadana debe basarse en los ejes siguientes:

Primero, la conformación o fortalecimiento de una dependencia de la administración municipal específicamente abocada a la gestión de asuntos de seguridad ciudadana en cuyo marco se regulen y dirijan las actividades preventivas generales, las estrategias e iniciativas institucionales formuladas e implementadas al respecto y el vínculo regular con la PN que desarrolle sus funciones en el ámbito local y con las diferentes instancias de participación comunitaria en los referidos asuntos.

Segundo, la creación, en el ámbito del área de gestión de la información y planificación estratégica de la seguridad ciudadana local, de un sistema de información y análisis de seguridad pública local conformado por dos instancias: (a) una Unidad de procesamiento y análisis de la información sobre incidentes locales y (b) un Observatorio sobre violencia y seguridad local dedicado al registro y análisis del conjunto de sensaciones, percepciones, valoraciones e interpretaciones de los vecinos y asociaciones comunitarias sobre la problemática pública local en materia de seguridad y una evaluación de las respuestas institucionales y al desempeño del gobierno local al respecto.

Tercero, la conformación de Consejos Barriales, Municipales y Departamentales de Seguridad Ciudadana, dedicado a la gestión estratégica de la seguridad ciudadana a través de la elaboración de un cuadro de situación de los problemas relativos a la seguridad local; el diseño y la formulación de estrategias sociales preventivas; y la supervisión y evaluación del funcionamiento del sistema local de seguridad. Estos Consejos deberán estar integrados por representantes de gobiernos locales y representantes de la comunidad y en ningún caso podrá asumir funciones policiales propiamente dichas.

Cuarto, la implementación de experiencias piloto, bajo el andamiaje descrito precedentemente, que estimulen a la comunidad y al gobierno local a invertir en seguridad. Dichos proyectos, deberían, en sus inicios, contar con la cooperación técnica del gobierno central o agencias internacionales de cooperación y desarrollarse de forma gradual empezando por aquellos municipios con mejor perfil para enfrentar el desafío.

La gradualidad apuntada se debe a que lo descrito en este apartado refleja un panorama ideal de políticas públicas de seguridad abordadas desde el ámbito local y que puede variar en su estructura de municipio a municipio. También es claro que supone recursos, capacidad técnica y de gestión, aspectos que raramente se observan a nivel local sobre todo en municipios del interior. Conociendo la realidad de los más de 240 municipios del país, sería irreal plantear esto de manera inmediata a nivel nacional. Por ello la estrategia consistirá en iniciar acciones de proyectos piloto, como se señala en el cuarto punto, en municipios en los que exista cierto grado homogéneo y básico de capital social comunitario por un lado y capacidad gerencial y recursos municipales locales, por el otro. El éxito de la iniciativa, de seguro, prontamente será replicado. Pero, instalar el tema de manera articulada en la agenda de los gobiernos locales es una meta que se puede iniciar de inmediato.

e) Participación en el Establecimiento de un Sistema Regional de Indicadores Estandarizados de Convivencia y Seguridad Ciudadana.
El Proyecto de Cooperación Técnica Regional No Reembolsable Nº ATN/OC-10621-RG: “Sistema Regional de Indicadores Estandarizados de Convivencia y Seguridad Ciudadana”, es financiado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID). Los países beneficiarios del proyecto son: Ecuador, Honduras, Perú, República Dominicana, Colombia, Uruguay y Paraguay. En el Paraguay la institución responsable de coordinar este Proyecto es el MI, a través de su Dirección de Políticas de Seguridad Ciudadana, dependiente del Viceministerio de Seguridad Interna. El objetivo es desarrollar y poner en funcionamiento en tres años como un Bien Público Regional, un Sistema Regional de Indicadores Estandarizados de Convivencia y Seguridad Ciudadana que permitirá la medición, seguimiento y comparación regional de los fenómenos vinculados a estos temas, de manera a fortalecer a los tomadores de decisión en la formulación, implementación y evaluación de políticas públicas de seguridad ciudadana. Para alcanzar el objetivo, el Proyecto se desarrolla siguiendo cuatro fases: (i) Formulación de indicadores, (ii) Implementación de indicadores (iii) Sistematización de prácticas y (iv) Socialización y difusión. Esta última es transversal al desarrollo del Proyecto. 
1. Formulación de Indicadores

En esta fase, a través de un proceso participativo las instituciones hacen análisis conceptuales sobre convivencia y seguridad ciudadana como base de la definición de los indicadores nacionales.
Con la realización del Primer Taller para la Estandarización de Indicadores Regionales, que se llevó a cabo en la ciudad de Cali, Colombia los días 26 y 27 de febrero de 2009, y que contó con participación de 44 representantes de los países socios y otros invitados internacionales, se logró la formulación de diecinueve (19) indicadores para la región, a partir de los cuales se ha desarrollado un proceso de estandarización de los conceptos y de los criterios mínimos para la operacionalización de las variables: Tiempo, lugar persona y circunstancia, aspectos que le permiten a los países contar con información comparable regionalmente. 
2. Implementación de Indicadores
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· Análisis institucional para la implementación de indicadores regionales 

A través de talleres participativos, las instituciones responsables de los temas de convivencia y seguridad ciudadana en el país, analizan sus potencialidades y dificultades para la producción de información relacionada con los indicadores de convivencia y seguridad ciudadana.

· Análisis de flujos de información para la producción de información para los indicadores regionales 

Para cada indicador regional definido, se construye la ruta de los datos y se analizan los mecanismos de producción de los datos en cada  etapa.
· Fortalecimiento institucional 

A partir de los hallazgos realizados a partir del diagnóstico y los análisis de flujos de información, con las instituciones se establecen aspectos críticos a trabajar y se inician procesos de capacitación y asistencia técnica para mejorar recolección de la información necesaria para los indicadores.
3. Sistematización de buenas prácticas

 Durante esta fase,  a través de talleres y reuniones, se definirán los criterios de selección e identificación de las experiencias exitosas sobre el registro y procesamiento de información y sobre intervenciones exitosas para promocionar la convivencia y seguridad ciudadana en la región.

4. Socialización y difusión (transversal al Proyecto)

En esta fase, se busca garantizar la socialización de los indicadores al interior de cada país y de manera regional. Esta difusión se realizará a través de un sitio Web para el Proyecto. 

A partir del diagnóstico y de discusiones nacionales y una regional, se definió un set de 18 indicadores: 

Por registros institucionales:

1. Tasa de homicidios por 100.000 habitantes (TH). 

2. Tasa de muertes por tránsito por cada 100.000 habitantes (TMT). 

3. Porcentaje de infracciones a las normas de tránsito. 

4. Tasa de suicidios por cada 100.000 habitantes mayores de 5 años (TS). 

5. Tasa de muertes por armas de fuego por cada 100.000 habitantes. 

6. Tasa de denuncias de delitos sexuales por cada 100.000 habitantes. 

7. Tasa de maltrato de niños, niñas y adolescentes por cada 1.000 personas menores de 18 años de edad. 

8. Tasa de denuncias de violencia intrafamiliar/familiar por cada 100.000 habitantes. 

9. Tasa de hurto por cada 100.000 habitantes. 

10. Tasa de robo agravado por cada 100.000 habitantes. 

11. Tasa de secuestro por cada 100.000 habitantes.
A través de encuestas de victimización y de percepción:

12. Prevalencia de violencia sexual. 

13. Prevalencia de violencia intrafamiliar. 

14. Porcentaje de personas con confianza en las instituciones. 

15. Porcentaje de personas con percepción de miedo. 

16. Porcentaje de personas con percepción de inseguridad. 

17. Justificación del uso de la violencia. 

18. Porcentaje de percepción sobre el cumplimiento de acuerdos.
Éste es un gran paso en lo que refiere a las estrategias instrumentales de PNSC ya que los mismos serán los indicadores de referencia obligatoria que deberán ser actualizados para mantener un cuadro situacional de la violencia y el delito a nivel nacional.

f) Estrategia de apoyo tecnológico 

Para esta PNSC, el aspecto tecnológico es vital. El presente gobierno se encontró con una PN atascada en el pasado, sin sistemas de comunicación ni armamento adecuado. La tecnología, sumada al armamento adecuado son elementos indispensables para una eficiente labor policial.

De acuerdo con la Fundación Defensa de Activos Críticos y Sistemas Seguridad Inteligente (Daccsi)
: “El planeta ha evolucionado, vivimos en la economía del conocimiento y las viejas teorías sobre seguridad han quedado aisladas en un mundo caracterizado por la alta sofisticación del mundo criminal. (….). Es claro que no es una cuestión de enfoque político, la seguridad es una cuestión de autoridad, de conocimiento y fundamentalmente talento aplicado a la prevención del delito, evitando al máximo los enfrentamientos armados para salvaguardar el mayor número de vidas. Es necesario actuar antes que los delincuentes actúen y neutralizarlos de forma efectiva. Nuestro análisis nos lleva directamente al uso intensivo de tecnología de última generación que permita multiplicar por tres o por cuatro la capacidad operativa de cada efectivo policial (…) Es necesario conformar un equipo multidisciplinario capaz de conjugar tecnología, seguridad y derecho(…) No es necesario ser más violento para solucionar el problema de seguridad, esta opción tiene un grado de inocencia victoriana, con utilizar la inteligencia humana y la tecnología para exponenciar el talento de los buenos policías, los cambios se podrán percibir en la sociedad”.

El MI ha internalizado estos principios y en la actualidad varias líneas de acción se han iniciado en materia de tecnología. Se citan a continuación las principales iniciativas que se están llevando a cabo en materia de tecnología, algunas de ellas ya funcionando, y otras en proceso de implementación.
(a) Sistema de Conectividad del MI y la PN, cuyo objetivo es implementar un sistema de comunicaciones entre las principales dependencias del MI y la PN, que servirán de base para la implementación de las demás soluciones tecnológicas, conectando con fibra óptica el MI, la Comandancia de la PN, Identificaciones, Migraciones, 911, Interpol, abarcando aproximadamente 25 kilómetros (en una primera etapa, para abarcar luego todo el país) y obteniendo beneficios como vigilancia de espacios públicos; reconocimiento facial en puntos de control; reconocimiento de placa vehicular en accesos importantes.
(b) Sistema de Telefonía IP, cuyo objetivo es fortalecer las comunicaciones entre las dependencias del MI y la PN reduciendo los costos y aumentando la seguridad de las mismas. En una primera fase se pretenden instalar 1.200 puertos de telefonía IP distribuidos en los 120 puntos de conexión previstos. El beneficio de este sistema es obtener conexión de todas las dependencias en una sola red de teléfonos; conexión segura-encriptación protocolo IP; mayor capacidad de expansión y movilidad: despacho de llamadas de emergencia (911); reducción del costo de llamadas.

(c) Sistema Integrado de Gestión Policial (SIGP). Este sistema tiene por objetivo registrar y centralizar la información relacionada con la gestión de la PN a los efectos de un mejor control y consolidación de los datos. Tiene como uno de sus pilares, el Sistema de Información Para la Administración del Talento Humano (SIATH) que permitirá un manejo adecuado de todos los aspectos relevantes para la administración del Talento Humano, tales como Hojas de vida, Administración de novedades de personal, Plan de traslados, Perfiles, Ocupaciones y Nómina. 
Además, su alcance le permite el registro de todos los movimientos de personal policial, así como la carga en línea de las actas policiales en 120 comisarías. (Conforme a la fase I de la Red de Comunicaciones). Con este sistema se logrará el registro en línea de los hechos delictivos denunciados en comisarías; información centralizada de los movimientos del personal policial, así como sus órdenes de servicio y carrera académica; información consolidada y precisa acerca de la gestión policial a los efectos de emitir informes de control estadísticos y estadísticas en línea.

(d) Centro de Seguridad y Emergencia (CSE) Este sistema, a su vez, busca disminuir hechos delictivos aumentando la capacidad de control y vigilancia en las diferentes zonas del país. En una primera fase se pretende instalar 300 cámaras en el área metropolitana en zonas a ser definidas. Ello permitirá la vigilancia más efectiva de espacios públicos; el reconocimiento facial en puntos de control; el reconocimiento de placas vehiculares en accesos importantes, entre otros beneficios. Por otro lado, incluye el fortalecimiento del 911 (aumento de capacidad de atención, aumento de cantidad de líneas, integración con todos los recursos disponibles para la derivación del incidente, mejora en cuanto a la operatividad de los incidentes, localización en tiempo real de patrulleras y recursos disponibles). Esto permitirá, por primera vez, un adecuado control y seguimiento a la gestión (utilización de las patrulleras, del combustible, medición del tiempo de respuesta).
(e) Fortalecimiento de la Policía Aérea. Este componente apunta a mejorar la capacidad de respuestas ante emergencias en curso, permitiendo el traslado inmediato de efectivos policiales a diferentes zonas del país y ampliar la cobertura de control y monitoreo. Para ello ya se han adquirido 3 helicópteros para control, patrullaje y capacitación, y están previstas más aeronaves para transporte de efectivos policiales así como la adquisición de aviones no tripulados para control y vigilancia aérea. Estas acciones brindarán mayor capacidad de respuesta a emergencias presentadas; independencia en los requerimientos de traslado de efectivos; y, en general, mayor capacidad de respuesta policial.

(f) Sistema de reconocimiento de huellas (AFIS). Con este sistema se busca fortalecer a la PN en su capacidad de reconocimiento de personas. Ello permitirá mayor eficiencia y precisión en la función investigativa de la PN. 
(g) Inversión en armamento: Continuar con la expansión de la inversión en este rubro, dotando por primera vez en la historia de la PN de arma reglamentaria a cada personal que egresa de los institutos policiales de formación.
(h) Fortalecimiento del área de criminalística: De manera a profesionalizar y optimizar la tarea policial en el área de investigación criminal.
Por otro lado, se encuentra en implementación el Sistema de Comunicación Digital utilizado por la PN, ampliando su cobertura hacia las comisarías y jefaturas del interior del país. Estas son algunas de las líneas de trabajo que el MI está implementando de momento. Algunas se encuentran en fases más avanzadas que otras y tampoco la descripción es exhaustiva, ya que podrán surgir otras dimensiones a ser complementadas con tecnología. Mucho dependerá de aspectos como presupuesto, cooperación técnica, soportes y mantenimiento, para el funcionamiento y desarrollo total del componente tecnológico, pero valga lo citado para demostrar el compromiso y la convicción del MI en esta materia.

g) Proyección institucional de la política a mediano y largo plazo con presupuesto asignado (SOSTENIBILIDAD)
Toda política requiere de un desarrollo institucional que no se logra en un corto tiempo. Al respecto, como señala Douglas North: “La velocidad del desarrollo institucional es igual a la velocidad de formación de los glaciares”.
 Esto nos indica que el desarrollo y vigencia de los principios elementales de toda política pública requiere de un considerable tiempo para su maduración hasta que sean efectivamente institucionalizadas e insertadas como ejes de gobierno y se introduzcan en la conciencia colectiva ciudadana. 

Para que la PNSC pueda desarrollarse plenamente, y constituirse en una política de Estado, tal vez se requiera de un tiempo que supere un período presidencial. Los fenómenos de la violencia y el delito, por otro lado, si bien se pueden enfrentar con acciones simples y en un corto plazo, de esta forma sólo se podrán esperar resultados parciales y no implicarán una sustantiva mejora de la seguridad ciudadana, considerando el concepto en su amplitud. El desafío de la inseguridad supone políticas de corto, mediano y largo plazo, y aún así no se garantiza su eliminación, porque tal cosa no es posible, ya que su multicausalidad es una variable de contexto que puede únicamente contribuir a su disminución o aumento. 
Finalmente, nada de lo que se proponga como alternativas en cuanto a mejora de la situación de seguridad se logrará sin el acompañamiento de un presupuesto adecuado, claro y sostenido. Una investigación del Banco Interamericano de Desarrollo, aún en fase de elaboración y edición, muestra que los países que tienen menores tasas de victimización, son los que tienen mayor inversión en seguridad: “En un estudio sobre 17 países industrializados, basados en datos de la International Crime Victimization Survey (ICVS), Bouten, Goudriaan y Nieuwbeerta (2003) identificaron que los países de este tipo que tenían las más altas tasas de victimización individual fluctuaban entre 20 y 24%. Chile, un país con una de las menores tasas de victimización entre los países subdesarrollados, muestra tasas de victimización individual en torno al 30,7 y 29,7% (Olavarría 2006 y 2009). De este modo, entonces, lo que sugiere la comparación es que los países desarrollados, donde el problema aparece de un tamaño menor –en incidencia y costo– invierten más en controlar el crimen y la violencia”
. 

Resulta ilustrativo comparar la inversión que realizan, en materia de seguridad, Paraguay y Uruguay. En primer término, obsérvese la diferencia que existe en lo relativo a uno de los indicadores de violencia más significativos: mientras Paraguay tiene una tasa de homicidios que oscila entre 12 y 13 x 100.000 habitantes (2009)
, Uruguay registra una tasa de homicidios de 4,3 x 100.000 habitantes (2008)
. Paraguay, por su lado, invierte en seguridad, teniendo en consideración los montos previstos para el Ministerio del Interior (que incluye Policía Nacional), Secretaría Nacional Antidrogas (SENAD) y Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero o Bienes (SEPRELAD) en el Presupuesto General de Gastos de la Nación (PGGN) para el año 2010 (no ejecutado), el equivalente al 1,623 % de su PIB
. Asimismo, lo presupuestado para el mismo año en materia de seguridad, representa el 3,11% del total del PGGN
. Para dimensionar más aún este dato, téngase en cuenta que el presupuesto del Ministerio del Interior ha aumentado del año 2008 al 2009 en un 31,57% y del 2009 al 2010 en un 15,48%; o sea, la inversión en seguridad era mucho menor en años anteriores de lo que es en la actualidad. Uruguay, mientras tanto, destina el equivalente al 13% de su PIB (año 2006) y el 10% de su Presupuesto General de Gastos en seguridad (año 2007)
. Como se ha visto más atrás en este mismo documento, Uruguay, según la institución independiente Vision of Humanity, que publica el Global Pax Index, está además considerado el país menos violento de la región. Estos datos concuerdan con los expuestos más arriba y permiten llegar a una conclusión: a mayor inversión en materia de seguridad, más posibilidades de ofrecer ello tiene una sociedad. En ese sentido, es importante señalar que se deberán estudiar reformas legales que permitan a la PN acceder a recursos por fuera del presupuesto: ahí se debe contemplar la posibilidad de que parte de las multas establecidas en el Poder Judicial y de los recursos captados a través de las tasas judiciales puedan ser revertidos hacia la PN, o la posibilidad de cobrar por algunos servicios que distraen grandes recursos humanos policiales y que representan lucro para sus organizadores: espectáculos deportivos, espectáculos musicales y otros.
Eje 3: Prevención y Control de la violencia y el delito
(i) Objetivo Específico

En primer término, buscar la intervención social de prevención y control de la violencia gestionada por el sistema de prevención social y de la violencia del delito; y, en segundo término, apuntar a la intervención institucional y control de la criminalidad común y compleja llevada a cabo por el sistema policial, judicial, sin excluir la intervención de otras agencias estatales no policiales ni judiciales y de otros agentes sociales.
(ii) Estrategias Sustantivas Principales

La PNSC, en la aplicación de sus estrategias de prevención y control del delito, es un proyecto sistemático que abarca todo el ámbito nacional involucrando medidas específicas para actuar sobre los fenómenos delictivos. La multiplicidad de hechos punibles y la complejidad de elementos que intervienen en cada uno de ellos, exponen una realidad heterogénea, cuyo abordaje, en materia de prevención, no puede hacerse de manera genérica. En el proceso de implementación de la PNSC, desde la perspectiva de la multiagencialidad e interagencialidad, se articularán acciones de prevención y control del delito con otras instituciones como el MP, así como también con las demás instituciones estatales del Sistema de Justicia Penal y las instituciones encargadas del desarrollo de la Política Pública para el Desarrollo Social 2010 – 2020.
A este respecto, las tendencias actuales apuntan decididamente a considerar ineludible establecer estrategias preventivas, como un elemento importante en toda política de seguridad. De acuerdo con el Informe Internacional - Prevención de la Criminalidad y la Seguridad Cotidiana: Tendencias y Perspectivas: “El resultado de este análisis permite constatar dos elementos principales actualmente: Constatamos que en 2010 las políticas de prevención ya no se limitan a buscar la reducción de las tasas de criminalidad, sino que buscan mejorar la calidad de la vida cotidiana y de la “convivencia”; no obstante, aún cuando estas políticas han avanzado, continúan siendo marginalizadas al interior de políticas de seguridad más amplias”
.
Las estrategias sustantivas suponen:

(i) Estrategias integradas de control y prevención del delito;

(ii) Estrategia de prevención social;

(iii) Estrategia de prevención situacional-ambiental; y

(iv) Estrategia de prevención policial. 

A continuación se desarrollan cada una de ellas:

a) Estrategias integradas de control y prevención del delito
En primer lugar, se debe remarcar que el concepto de prevención no debe agotarse en la visión instalada de que la misma consiste en la presencia en la calle del personal uniformado sin la debida instrucción. Si bien cada ciudad y cada barrio presentan particularidades que le son propias y que inciden en la manera en que deberá encararse el problema de la seguridad, es posible determinar los lineamientos estratégicos en torno a los cuales deberán definirse y ejecutarse las intervenciones, de acuerdo a técnicas y metodologías que sean compatibles con dichas estrategias. 

El enfoque a ser privilegiado es el de una estrategia integrada de prevención del delito que combina: a) la estrategia de prevención situacional-ambiental
 (cuyo impacto puede evaluarse a corto plazo) y b) la estrategia de prevención individual o social
 (su eficacia puede determinarse a mediano o largo plazo), agregando como un componente fundamental las estrategias de prevención que puedan implementarse desde la institución policial. Además, se tendrá en cuenta la más moderna tendencia a la especialización de la tarea policial, de manera a ir creando cuerpos (y reforzando los que ya existen) con habilidades y entrenamiento especial para enfrentar las diversas situaciones derivadas de la actividad delictiva (antisecuestro, antiabigeato, delitos informáticos, delitos económicos, robo de bancos y otros). La implementación de estos cuerpos estará supeditada, por supuesto, a la disponibilidad de recursos.

b) Estrategia de prevención social

La estrategia de prevención social del delito asume que la criminalidad posee una etiología compleja, de carácter estructural que se enraíza en profundos factores sociales como las condiciones de vida, las condiciones de trabajo, los cambios en la organización de la vida familiar, la pobreza y la exclusión social en la dinámica urbana. Por su naturaleza, sus resultados generalmente son observados a largo plazo.

Esto es así porque la estrategia de prevención social del delito busca incidir en las causas estructurales de la criminalidad a partir de incentivar de diversas formas el desarrollo social, pues se supone que el malestar social es lo que debe ser atacado si se pretende efectivamente reducir el delito.

En el marco de esta estrategia, el tipo de intervención más desarrollado internacionalmente es aquel dirigido a quienes se encuentran en riesgo de cometer hechos delictivos. A diferencia de la prevención situacional-ambiental, las técnicas y metodologías de intervención creadas en el marco de esta estrategia están orientadas hacia los ofensores más que hacia las víctimas o hacia la comunidad en su conjunto. 

Ejemplos de metodologías y técnicas de prevención social son, entre otros: la generación de facilidades para el goce del tiempo libre por parte de jóvenes en áreas urbanas degradadas, y el reforzamiento de las capacidades de escuelas medias para retener su población escolar, la generación de empleo, las intervenciones estatales en los sectores mas carenciados con subsidios y medidas similares.
La participación de otras agencias del Estado en la implementación de esta PNSC, a los efectos de atacar los factores que contribuyen a crear condiciones para la violencia y el delito, se refleja en la Propuesta Política Pública del Gobierno “Paraguay para Todos y Todas; Propuesta de Política Pública para el Desarrollo Social 2010-2020”, documento en el que se señala lo siguiente: “…las medidas de control represivo y preventivo son insuficientes dadas las condiciones sociales adversas por lo cual hay que estimar la necesidad de adecuar el rol del Estado (…). Esto implica el desarrollo de políticas sociales eficientes y eficaces y de políticas que se materialicen a nivel de gestión pública y asignación presupuestaria así como con el nivel de reformas institucionales y administrativas”
. En este documento se mencionan los diferentes programas sociales del gobierno de manera a atacar los efectos de lo que se considera “factores estructurales” que desencadenan la violencia y las conductas delictivas.
c) Estrategia de prevención situacional-ambiental

Según la definición de Hough, Clarke and Mayhew, la estrategia de prevención situacional-ambiental es: “un conjunto de medidas dirigidas a formas altamente específicas de delitos que incluyen la manipulación y el diseño del ambiente en el que se producen los delitos de la manera más sistemática y permanente posible para reducir las oportunidades de esos delitos tal como son percibidas por un espectro amplio de potenciales ofensores”
.

El objetivo general de esta estrategia es la reducción de las oportunidades para la realización de los delitos aumentando los esfuerzos por parte de los delincuentes para la realización de los mismos, aumentando los riesgos (ya sean reales o percibidos como tales) de detección y detención del potencial ofensor y, reducir las recompensas de los delitos. Ya se hacía referencia a esta estrategia como “aumentar el costo” del delito.

Esta estrategia preventiva estará dirigida no sólo a evitar que las personas cometan delitos sino también a evitar que sean víctimas de ellos. Por ende, las intervenciones pueden estar orientadas hacia el ofensor o hacia la víctima. Pero además habría que agregar aquellas posibles líneas de acción orientadas hacia la comunidad local o vecindario, es decir, no se dirigen directamente hacia un objeto individual sino a un agregado social (particularmente en lo que se refiere a su ambiente).

La investigación muestra la existencia de medidas de prevención situacional prometedoras, entre las cuales se encuentran: la vigilancia y la detección; obstáculos físicos; controles de acceso; medidas destinadas a desviar al infractor de su blanco; la eliminación o reducción de los beneficios que pueda procurar el delito; el control de instrumentos y objetos que puedan servir para la comisión de un delito (ej. control de armas de fuego).
d) Estrategia de prevención policial 

La PNSC apunta a diseñar nuevas metodologías de vigilancia policial que apunten a una mayor integración con la comunidad, restituyendo los lazos de confianza entre ambos actores. Una de ellas será el rediseño de la vigilancia policial al estilo de Policía comunitaria o de proximidad. La idea precursora de esta iniciativa es que la presencia de estos policías no sólo irá acompañada de un efecto disuasivo para el infractor, sino de un efecto de seguridad y apoyo para el vecindario. Al ser policías que caminan por el barrio y conocen a los vecinos, estrecharán relaciones con ellos, conocerán sus problemas, podrán ser mediadores en las disputas del barrio y contribuir a la organización de la comunidad. A su vez, los vecinos, satisfechos con la labor policial, disminuirán su sensación de inseguridad a la vez que podrán reconstruir los lazos de confianza con los policías de su barrio y estarán dispuestos a colaborar con ellos. 
Ejemplo de estrategias a ser aplicadas

Como un ejemplo de lo que se ha mencionado respecto a este Eje, el MI ya se encuentra implementando un “Sistema de Respuesta Múltiple como Estrategia de Prevención del Delito y la Violencia”, con base a un Memorando de Entendimiento entre el MI y el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH), dependiente de la Organización de Estados Americanos (OEA). El mencionado “Sistema” se basa en una experiencia impulsada en la Provincia de Buenos Aires, República Argentina, y recupera las experiencias del IIDH en República Dominicana, Honduras y Nicaragua. Integra iniciativas y proyectos de prevención social, dirigidos especialmente a jóvenes en situación de alta vulnerabilidad social y de prevención situacional, destinados a aliviar las causas que originan el delito y la violencia. El mismo se ha demostrado como una experiencia exitosa donde se lo ha aplicado.

Este Sistema se caracteriza, entre otras cosas, por:

· Involucrar a varias agencias del Estado, organizaciones de la sociedad civil y empresas privadas de un barrio o municipio.

· Gestión participativa del Sistema.
· Realización de un mapa de necesidades del problema a abordar.
· Desarrollar estrategias de captación de recursos.
· Acciones de integración social a través del arte, el deporte y la formación en oficios destinadas a jóvenes en conflicto con la ley.

· Acciones de prevención situacional para mejorar el uso de los espacios públicos.

El mencionado Sistema ya se está implementando a través de dos planes pilotos en el Bañado Sur y el Bañado Tacumbú de la ciudad de Asunción.
Eje 4: Atención a situaciones especiales de conflictividad social y actividades criminales que requieren particular intervención en el marco de la PNSC
En este apartado se hace hincapié en los problemas más acentuados de la violencia y la criminalidad y que requieren especial atención. Se pretende dibujar la problemática para poder comprender la situación de riesgo y plantear alternativas de solución o brindar elementos de reflexión que puedan articularse en una política pública.

i) Violencia urbana

Una de las características más sobresalientes de América Latina desde la segunda mitad del siglo XX, ha sido su urbanización acelerada. La gran cantidad de personas que nacen en los centros urbanos, sumada a las que allí llegan en la búsqueda de mejorar su situación laboral y personal, han generado megalópolis desordenadas, caóticas e inhabilitadas para albergarlas a todas con decoro. Hoy día, la mayor parte de la población de los países latinoamericanos se concentra en zonas urbanas. El Paraguay, tradicionalmente agropecuario, experimentó un patrón de migración rural-urbana que se refleja en el caótico crecimiento de franjas urbanas pobladas, por lo general, por población en situación de exclusión social. La urbanización en el país no estuvo acompañada de un mejoramiento de la infraestructura ni de mayores fuentes de trabajo en industrias, por lo que la mayoría de la población migrante se dedicó a actividades informales. Como ya se ha señalado anteriormente, la proyección del crecimiento poblacional es para el año 2050 de 10 millones de personas, de las cuales, dos tercios vivirán en áreas urbanas y un importante porcentaje de las mismas en el área metropolitana del Departamento Central
. 

Por otra parte, las ciudades son escenarios de relaciones múltiples y variadas en todos sus ambientes posibles: plazas de mercado, vehículos de transporte, escuelas, establecimientos para diversión, familias y vecindarios. Al interior de estos espacios actúan cotidianamente los habitantes en interdependencia recíproca. En ese haz de interacciones es siempre probable que los conflictos, inherentes a la vida social, a sus transacciones e intercambios, se lleguen a expresar en forma abierta y que se conviertan en violencia cuando se resuelven por vías incorrectas. Así, se potencian las posibilidades de que las personas, grupos e instituciones se agredan mutuamente. 

La violencia social ha venido extendiéndose en todas las ciudades de América Latina a un ritmo que sobrepasa el de su propio crecimiento. La violencia, por el número de víctimas y la magnitud de sus secuelas, ha adquirido carácter endémico y se convierte en uno de los principales problemas urbanos. Muchos episodios de violencia terminan con la muerte u ocasionan daños físicos y trastornos sicológicos. Otros afectan el patrimonio ajeno o menoscaban la autoestima. Y todos, sin excepción, irrespetan y quebrantan los derechos ciudadanos y humanos.

En este contexto, en las diversas ciudades de América Latina, incluidas centros urbanos paraguayos como Asunción y sus ciudades colindantes, Ciudad del Este, entre otros, vienen mostrando el desarrollo de culturas sustentadas en un tipo de racionalidad que admite la violencia como instrumento para resolver las diferencias, satisfacer las necesidades y solucionar los conflictos. El homicidio, la expresión más siniestra de la violencia, ha venido en aumento de manera sensible en América Latina y el Caribe, particularmente en sus áreas urbanas. Los homicidios se concentran en la población masculina joven, sobre todo la comprendida entre los 15 y 21 años de edad.
 La violencia produce sensaciones de inseguridad, indefensión y temor. Las culturas de la violencia son también culturas del miedo.

Cómo enfrentar esta situación es un enorme desafío. Según señala Fernando Carrión
, “…ciertas alternativas como la creación de comisiones especiales de seguridad ciudadana en las que participen concejales, Policía, Intendencia, Justicia, comisiones de derechos humanos etc., pueden dar algunos resultados pero no en todos los casos. No será suficiente si no se controla la apología de la violencia que realizan algunos medios de comunicación, en especial la televisión; si no se modifican los factores de la cultura lúdica basada en el alcohol y las drogas, el control de las armas de fuego, el desarme de la población y su monopolio por el Ejército y la Policía. En suma, se requiere una institucionalidad que procese los conflictos, sobre la base de una pedagogía de la convivencia ciudadana inscrita en una estrategia de orden público democrático”.
Violencia urbana es algo que involucra temas como la seguridad, la convivencia, el tema ambiental, de infraestructura, la problemática de los estadios de fútbol y cómo enfrentar crisis coyunturales o permanentes de empleo y la cuestión del ocio de las poblaciones más jóvenes. La ciudad es un espacio abierto, con altos índices poblacionales que requiere de un trabajo mancomunado de diversas instituciones y el aprovechamiento de los espacios públicos -que en algunos casos deben ser recuperados para la comunidad- como ámbito de reforzamiento de las relaciones sociales y no como ámbito apropiado por grupos violentos o delictivos. Aquí, además, es importante mejorar el pie de fuerza, la inversión en tecnología, mayor número de cámaras de vigilancia.  De la misma forma, la implementación de un mayor número de patrullas, motocicletas y otras acciones que se están dando en ciudades que han implementado tanto medidas preventivas, restrictivas como de participación ciudadana. 

En algunas ciudades donde la violencia era endémica, como lo fue el caso de Medellín en Colombia, en donde se estableció como eje central la intervención integral en puntos críticos de la ciudad. En esta experiencia
 -exitosa- el municipio llegó a estos lugares con importantes inversiones en la infraestructura física y con programas sociales.

Un aspecto importante fue la intervención en el espacio público; llegar a lugares marginados tradicionalmente, por ejemplo, construyendo bibliotecas, campos deportivos; de esa manera, se está enviando un mensaje de inclusión, además de promover actividades que alejan a las poblaciones vulnerables del delito. Se debe necesariamente elevar la calidad de vida de los ámbitos urbanos dejados de lado por las instituciones y afectados por la violencia criminal. Obviamente, esto no es suficiente si no va a acompañado de una estrategia institucional que comprenda proyectos sociales y transformación institucional. Otro aspecto importante es el énfasis en la juventud, ya que, como se ha señalado en este documento, las mujeres y los jóvenes son los dos grupos que más padecen la violencia en América Latina y a la vez pueden también pasar a ser victimarios, por lo que de acuerdo con Paula Miraglia, directora ejecutiva del Instituto Latinoamericano de las Naciones Unidas para la Prevención del Delito y el Tratamiento del Delincuente, “los jóvenes deben ser la prioridad de cualquier programa que pretenda resolver la criminalidad violenta en la región”. Según Miraglia, para prevenir la criminalidad “es fundamental la implementación de proyectos culturales, deportivos o de entrenamiento laboral y empleo para jóvenes (…) Involucrar a las comunidades es una garantía de éxito en la aplicación de programas para jóvenes. Las personas que viven en un determinado lugar, considerado inseguro, son expertas en su propia seguridad. Pregúntenle a una mujer cuáles estrategias pone en práctica para evadir la inseguridad y ella mostrará el profundo conocimiento que tiene de lo que es su barrio, por eso, no tiene sentido diseñar programas sin la participación activa de la comunidad”; a esto se debe agregar la necesidad de que sean “las autoridades locales y municipales las que lideren los programas de prevención y represión del crimen. “Ellos son los que conocen la ciudad, los que tienen la legitimidad y la responsabilidad de liderar este trabajo”
. 

ii) Delincuencia organizada y transnacional
Un preocupante fenómeno de la actualidad es la proliferación de grupos organizados que desarrollan actividades delictivas como el tráfico de drogas, tráfico de armas, trata de personas, y otras, agrupados en forma de pandillas o mafias, haciendo circular grandes sumas de dinero y desarrollando un conjunto de actividades, en la mayoría de los casos involucrando un alto componente de extrema violencia con efecto directo sobre la seguridad ciudadana. La tendencia, que viene de la mano del proceso de globalización, es que estos grupos traspasan fronteras y actúan de manera interconectada y asociada.

En efecto, un aspecto muy importante del fenómeno criminal de estos días, es el impacto del crecimiento de la delincuencia organizada transnacional (en la terminología de las NN.UU.) o delincuencia organizada transfronteriza (en la terminología de la Comisión Europea), que se constituye en el mayor desafío a la democracia y la gobernabilidad, y el mayor riesgo para la estabilidad de los regímenes democráticos, fenómeno para el cual los Estados se encuentran, la mayoría de las veces, prácticamente imposibilitados para enfrentarla con éxito. “La noción de clanes criminales, unidos por una fuerte identidad cultural y envueltos en relativamente especializadas y localizadas actividades, es ahora amenazada también por el uso contemporáneo de las tecnologías de comunicación. Una sugerencia es que la ‘mudanza’ de la ‘tradicional manera de crimen localizado’ al ‘crimen organizado virtual y global’ requiere una nueva evaluación de situación, no sólo del tipo de crímenes realizados y la manera en la que se ejecutan, pero también la naturaleza de los vínculos en las que se realizan y la naturaleza de las personas que participan en su ejecución.
”
Así, en lo que atañe a la geografía de la delincuencia y, con especial atención al tráfico de drogas, Paraguay forma parte de la región latinoamericana donde este delito ha sentado sus raíces, especialmente desde finales de la década de los 1980 y principios de los 1990. En ello, tienen especial importancia los denominados cárteles, o redes de traficantes de drogas, dedicados esencialmente a:

1. Producción y procesamiento de drogas (sobre todo, la cocaína, aunque también en sus otras variedades, cannabis, heroína, efedrina, etc.).

2. Distribución regional e internacional (especialmente hacia México como puente a los Estados Unidos, y a este país, como destino de consumo final y también hacia Europa). 
3. Comisión de hechos delictivos derivados del narcotráfico, entre los que se pueden mencionar básicamente los siguientes:

· Tráfico de armas.

· Asesinatos.
· Lavado de dinero.

Tomando en consideración, las actividades de las bandas organizadas internacionales se observa que las mismas emprenden operaciones ilegales de todo tipo: financiero, mercantil, bancario, bursátil o comercial; acciones de soborno, extorsión; ofrecimiento de servicios de protección, ocultación de servicios fraudulentos y ganancias ilegales; adquisiciones ilegítimas; control de centros de juego ilegales y centros de prostitución.

La Corporación Euroamericana de Seguridad, una institución privada, señala algunos delitos cometidos por las bandas organizadas de criminales, tanto en el ámbito local como en el nacional e internacional:

a. Terrorismo.
b. Acopio y tráfico de armas.
c. Tráfico de indocumentados.
d. Tráfico de órganos.
e. Asalto.

f.   
Secuestro.

g. Tráfico de menores.

h. Robo de vehículos.

Se calcula que el Crimen Organizado Global tendría un producto criminal bruto de 800.000 millones de euros anuales, es decir, más del 15% del comercio mundial
. Otras fuentes más actualizadas (2010) apuntan: “El tráfico de drogas alcanzaría entre 172 y 250 millones de consumidores en el mundo, y de 13 a 38 millones de estos consumidores habrían desarrollado una adicción. El volumen de negocios de la empresa está valorado entre 300 mil y 500 mil millones de dólares, volumen que hace de éste el primer mercado del mundo, después del tráfico de armas y antes del mercado del petróleo. Las falsificaciones generan un mercado muy lucrativo, estimado en un 5 a 6% del comercio mundial, casi 250 mil millones de dólares estadounidenses.

Todos estos tipos de tráfico favorecen la criminalidad a nivel local, a través del reclutamiento de intermediarios, ejecutantes, pasadores o revendedores. Al mismo tiempo, las ganancias que generan constituyen un atractivo real para ciertas poblaciones vulnerables. Una de las principales dificultades, para la prevención y la lucha contra el crimen organizado, está relacionada con una de las características de estas organizaciones: intervenir tanto en el campo de las actividades económicas legales como de las ilegales. La corrupción en el sector de los trabajos públicos constituye un ejemplo (carreteras, alcantarillado, tratamiento de residuos, etc.). Esta capacidad de adaptación se refiere no sólo a los mercados emergentes (adaptación de las tríadas a la diversificación de la economía china, inversión de la mafia napolitana en los residuos), sino a nuevas formas de perpetrar crímenes. Es por ello que la criminalidad organizada invirtió en el sector de la cibercriminalidad (…) La Oficina Federal de Investigaciones de los Estados Unidos (FBI) estima que las ganancias del crimen organizado llegan a un trillón de dólares americanos cada año. Esto puede ser contrastado con el PIB Canadiense que representa US$ 1,3 trillones en 2008 y el de Francia que representa US$ 2,1 trillones (…) Las redes criminales vinculadas al crimen organizado están involucradas en una amplia gama de actividades, por ejemplo, algunas generan significativas ganancias a través del tráfico de mano de obra y piezas de antigüedades. El valor del intercambio ilegal está estimado entre 6 y 8 billones de dólares americanos por año.
”
Aisladamente, los Estados no pueden combatir este fenómeno por las características que hoy reviste. Las razones son diversas y van desde el tremendo poderío económico de estas asociaciones criminales, la impresionante capacidad de movilidad de las mismas, las innovaciones tecnológicas que juegan la mayoría de los casos a favor de ellas, la porosidad de las fronteras, y el mismo proceso globalizador que ha contribuido a la globalización de la criminalidad y, como señala un documento del BID, las respuestas de los Estados son “aisladas, fragmentarias, locales e insuficientes”. “La incapacidad del Estado para restringir en sus fuentes la expansión tanto de la delincuencia de la impotencia (pequeña y mediana delincuencia) como la delincuencia de la prepotencia (criminalidad financiera, criminalidad organizada) tiene que ver con la dificultad intrínseca que experimentan las viejas Policías estatales para, por una parte, enfrentarse con éxito a los nuevos fenómenos criminales transfronterizos y, por la otra parte, compatibilizar (…) el mantenimiento del orden, con la protección de los ciudadanos, o sea, la atención eficaz de las crecientes demandas sociales de seguridad”
. Como señala un documento de ILANUD “…no tiene sentido para los países del continente tratar de abordar estas distintas amenazas (…) como si fuesen fenómenos no relacionados entre sí, que se producen por separado y que demandan estrategias totalmente distintas. La prevención eficaz de la delincuencia organizada, aún en su variedad transnacional, exige al menos dos niveles de actividad muy diferentes aunque complementarios: 1) la promoción de una mayor cooperación internacional (…) 2) esfuerzos para aumentar la capacidad de las dependencias locales administrativas de la ley y de la justicia penal (…) en asociación con la comunidad…”
. El gobierno paraguayo considera que para ello se impone una era de cooperación internacional sin precedentes, con un alto grado de coordinación y sincronización de las acciones y especialmente a través no sólo de la ratificación, sino de la puesta en marcha de las diversas convenciones internacionales como la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo, 2000) y sus tres protocolos complementarios, el “Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire”, el “Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños” y el “Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, y la Resolución de la Asamblea General de la OEA, AG/RES. 2189 (XXXVI-O/06), “Lucha Contra la Delincuencia Organizada Transnacional en el Hemisferio”, aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 6 de junio de 2006.

Los Estados, por su parte, individualmente tienen la responsabilidad de capacitar y entrenar a sus cuerpos policiales, equiparlos con la más moderna tecnología, teniendo en cuenta el diferente desafío que representa la delincuencia transnacional organizada, y, por supuesto, mejorar sustancialmente y monitorear adecuadamente sus sistemas de justicia y atacar, a través de medidas legales, los activos que circulan en los circuitos financieros. La experiencia internacional también demuestra que grupos criminales son contenidos solamente cuando la sociedad, en general, y asociaciones civiles, en particular, cooperan con las autoridades en pos del desmantelamiento patrimonial y social de los activos criminales escondidos en la economía privada legal y en el tejido social.  

iii) Narcotráfico

En estrecha relación con el punto anterior, es necesario abordar este tópico por constituir el mismo un elemento que actúa como una espiral inflacionaria de violencia. El Paraguay es conocido como un país de producción de estupefacientes, principalmente marihuana, figurando entre los 10 mayores productores mundiales de esta droga
: “Holanda, Sudáfrica, Albania, Jamaica y Paraguay han sido los principales productores de la hierba de cannabis”
. Además, es un país de tránsito de otras drogas como cocaína. Esto por lo general se dá en el contexto de la denominada delincuencia organizada transnacional mencionada, ya que el narcotráfico es por su naturaleza un delito complejo que requiere cierta organización y traspasar fronteras para cubrir la línea de continuo que va de su producción, pasando por el traslado, la distribución y finalmente su consumo. Por lo general, ya sea por mejores condiciones de control policial y fiscal, así como por razones de costo o ubicación geográfica de las sustancias básicas, la producción no acostumbra darse en envergadura operativa masiva en un mismo país. Generalmente, se crea una “ruta de la droga” que -considerando elementos como vulnerabilidad de los países en cuanto a niveles de control- comienza habitualmente en un país en desarrollo para culminar con la venta y consumo en los mercados negros de los países desarrollados. A lo largo de este complejo proceso se suceden un sinnúmero de hechos punibles que van desde delitos de cuello blanco, como el lavado del dinero, a situaciones de violencia extrema. En el país últimamente se han vuelto muy comunes las ejecuciones de personas por parte de sicarios, un elemento, si no nuevo, al menos no tan común en la historia de criminalidad del país. La lucha cada vez más difícil por el mercado y la naturaleza territorial de los denominados cárteles hacen que frecuentemente las diferencias se diriman por vía de la extrema violencia entre verdaderos ejércitos privados. 

Pero lo importante aquí es resaltar que en los países como el Paraguay, que básicamente es productor, estos fenómenos se han enraizado a lo largo de décadas, amparados por regímenes como la dictadura de Alfredo Stroessner (1954-1989), exhibiendo por tanto hoy estos grupos dedicados al narcotráfico, un nivel de organización y desarrollo estable que hace más difícil solucionar el problema de raíz, al tiempo que van generando mayor violencia y delincuencia paralelamente. A esto se debe agregar la corrupción policial que facilita la continuidad de este tipo de delincuencia. 

En relación a esta problemática, el camino a seguir es estrechar más la labor de la PN, a través del Departamento de Narcóticos, que hace parte de la Dirección General de Orden y Seguridad, con la SENAD, en lo atinente a la reducción de la oferta, reducción de la demanda, combate al microtráfico, especialmente en las ciudades más importantes y al combate al lavado de activos, cuestiones que son la base de la persistencia y crecimiento de esta actividad ilegal.
iv) Falta de control de armas de fuego ligeras en la población
Ya se señaló que una importante estrategia de prevención de la violencia y el delito es el control de armas de fuego o el “desarme de la población”; ello tiene un sustento en la realidad de lo que hoy representan las armas de fuego en la construcción de la violencia y la criminalidad en las sociedades contemporáneas y en nuestra realidad regional: “América Latina y el Caribe es la región más afectada por la violencia armada pese a no tener conflictos bélicos declarados, concentra el 40% de los casos de todo el mundo, con una tasa estimada de 15,5 muertos por cada 100 mil habitantes por armas de fuego”
.
El desarme es algo que se impone, ya que ante la percepción subjetiva de la criminalidad la población tiende a armarse con armas ligeras y su control se vuelve más complejo. Varios países, conscientes de esta problemática, han aplicado programas tendientes a “desarmar” a la población; entre ellos se pueden citar: Municipios Libres de Armas, El Salvador; Programa Guns Free Zones, Sudáfrica; Proyecto Luta Pela Paz, Brasil
.
Es factible afirmar que, así como existe un débil control de los grupos de seguridad privados armados, existe también un débil control de armas de fuego ligeras por parte del Estado. 

Como señala Amnistía Internacional, Capítulo Paraguay, en su página web, “…el Paraguay no está ajeno a la problemática del descontrol de las armas de fuego (…) Según datos de la Dirección de Material Bélico de las Fuerzas Armadas de la Nación, se estima que 1.000.000 de armas de fuego se encuentran en manos de civiles y sólo el 30% de las mismas se encuentra registrado. En el Paraguay se han dado pasos concretos en cuanto al control del uso y abuso de armas de fuego: en el año 2002 fue sancionada la Ley de la Nación Nº 1910/02 ‘De Armas de Fuego, Municiones y Explosivos’ (Decreto reglamentario del año 2004) y en 2006, la Honorable Cámara de Senadores de la República aprobó el Proyecto de Declaración ‘De apoyo a la Campaña Armas Bajo Control’, que insta al Paraguay a apoyar la citada campaña de Amnistía Internacional y contribuir con los esfuerzos por acordar Principios Globales sobre la transferencia de armas livianas y ligeras en todo el mundo. Asimismo, en diciembre de 2008, a través de un trabajo coordinado entre organismos gubernamentales y no gubernamentales (…), fue presentado el proyecto de Ley -que cuenta con media sanción- “De Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes, Municiones, Explosivos, Accesorios y Afines”
(…) La República del Paraguay demostró su compromiso en la temática del control de armas, formando parte del grupo de 116 países que copatrocinó la resolución “Hacia un Tratado Internacional sobre Comercio de Armas”, y lo reafirmó en diciembre de 2008 cuando (…) votó a favor de que se inicie la elaboración del texto final de un Tratado Internacional sobre Comercio de Armas…”.
 De cumplirse estos pasos señalados en el documento citado, el país estaría mejor preparado para enfrentar el desafío que supone el control de armas en la población.

Cuadro 8

	           Homicidio doloso por tipo de armas 2009. (M: masculino; F: femenino)               

	M

F

T

%
Golpes de puño

4

3

7

0,87 
Arma blanca

254

21

275

33,4
Contundente

28

4

32

3,89
Cortante

17

 

17

2,07
Estrangulamiento o natural

10

8

18

2,14
Fuego

434

32

466

56,7
Punzante u otro

5

1

6

0,7
Total

752

69

821

100,00


	PORCENTAJE DE HOMICIDIOS DOLOSOS COMETIDOS CON ARMAS DE FUEGO
	56,7%


v) Hechos punibles en zonas rurales. Abigeato
Entre las denuncias de hechos punibles más resaltantes en todo el país en el año 2009 
, aparece el delito de abigeato con un total de 457 hechos denunciados y 151 hechos aclarados. La aparentemente baja tasa reportada puede deberse, en general, a la falta de denuncias formales de este tipo de delitos en consideración a las dificultades que implicarían las denuncias en áreas rurales y a la falta de resolución de los casos. Sin embargo, el abigeato es uno de los temas más álgidos para los productores pecuarios, para quienes el tema reviste suma gravedad. El abigeato, además, atenta contra la inversión en el campo, desalentando e incluso ahuyentando a los productores. Ésta es una problemática social compleja, cuya solución se reclama a las fuerzas de seguridad.  En este contexto, la función de la PN ha sido y seguirá siendo hacer cumplir la ley. 
vi) Secuestros
Con respecto a este particular tipo de delito, que involucra por lo general a bandas organizadas, muchas veces con vínculos externos importantes, el mismo se ha convertido en una forma de extorsión que ha venido propagándose en el Paraguay. Esto no es de extrañar, pues América Latina concentra entre el 50 y el 75% de los secuestros que se realizan en el mundo (de acuerdo a la fuente que se consulte: ONU y BID, respectivamente), teniendo sólo el 8% de la población mundial
. De todas maneras, las tasas de secuestro aún siguen siendo bajas en el territorio nacional, pero no por ello dejan de constituir un motivo de preocupación y de enfoque especial por parte de la PNSC. Este gobierno se ha encontrado con el secuestro como modalidad delictiva si bien incipiente, ya instalada dentro del espectro de la criminalidad del país. 
Se puede decir que la historia del secuestro en el país se inicia en el año 1973, con el del empresario Ian Duncan Martin, quien fue liberado luego del pago de un rescate. De acuerdo con cifras del Departamento Antisecuestro de Personas de la PN, a partir de esa fecha hasta el año 2009, fueron secuestradas 64 personas, más 7 casos de “auto secuestro”. Lo interesante de resaltar es que no hubo un solo secuestro (fuera de aquellos perpetrados por agentes del Estado durante la dictadura y que aquí no son considerados) hasta el año 1982, y luego tuvieron que pasar seis años para que se diera un nuevo caso.  Las cifras se disparan a partir de los dos secuestros perpetrados en el año 2001, uno de ellos de alto impacto mediático, como lo fue el de Edith Bordón de Debernardi. Destacan especialmente el año 2002 con 15 secuestros, y el año 2007 con 21 secuestros. En el año 2009 se registraron 8 secuestros. En el año 2010 no se ha registrado a la fecha ningún caso
.

Las cifras en el Paraguay continúan siendo irrelevantes estadísticamente; sin embargo, este delito genera un grado de alarma social que incluso actúa como fenómeno desestabilizador de la gobernabilidad democrática. La naturaleza de los secuestros es variada, pero la aparición de los mismos con pretextos políticos crea mayor alarma social y demanda de múltiples y complejas respuestas, especialmente cuando grupos criminales como el autodenominado Ejército del Pueblo Paraguayo (EPP), disfrazan de reivindicaciones políticas sus actividades delictivas cometiendo este tipo de delitos. 

El compromiso de este Gobierno es la erradicación total de este tipo de organizaciones, de manera a contribuir decididamente a la drástica disminución de los secuestros. 
vii) Desarmaderos y situación irregular de automotores
La cantidad de los vehículos (automóviles y motocicletas) ha aumentado significativamente en las últimas décadas y, especialmente, en los últimos años. Los vehículos inscritos en el Registro del Automotor en el bienio 2007-2009 se reflejan en el siguiente cuadro:
                        Cuadro 9

	Registro del Automotor

	AÑO
	AUTOMÓVILES
	MOTOS

	2007
	33.315  
	26.889 

	2008
	47.631 
	23.063 

	2009
	42.060
	30.260

	TOTALES
	123.006
	80.212


La cifra de automóviles y motocicletas inscriptos en el Registro del Automotor sólo en los últimos tres años, llega a 203.118 unidades, considerando a los vehículos registrados. A esto debe agregarse que, empíricamente y únicamente observando las calles y rutas del país, puede afirmarse que se tiene una cifra oculta importante de vehículos circulando sin ningún tipo de placas que los identifiquen y sin estar registrados. Estos vehículos pueden ser presumiblemente de origen irregular, lo cual constituye un problema en sí mismo, pero por otro lado, estos vehículos son utilizados para cometer delitos (especialmente las motocicletas). La reacción de la PN, por su parte, deberá ser más proactiva en el control de esta situación ya que la situación se encuentra fuera de control y hay que mencionar que este tema no es responsabilidad exclusiva de ella. 

Por otro lado, pero relacionado con lo anterior, está el tema de los “desarmaderos”, los cuales son, en un número importante de casos, el destino directo de vehículos robados, para su desarme y posterior venta de las autopartes obtenidas. A efecto de combatir estos focos de actividad ilegal, se ha creado la Dirección de Desarmaderos de Automotores (DISA) en el año 2009, cuya operativización se halla en curso. Esto permitirá una acción focalizada, directa y efectiva sobre este aspecto de la seguridad ciudadana. 
Capítulo IV

Ejes transversales a la PNSC
La PNSC se caracteriza por considerar dimensiones transversales fundamentales que deben observarse y tenerse presente en cada estrategia o iniciativa que surja de la misma. Ellas son:

a) Participación ciudadana

“...toda medida preventiva basada en la comunidad, para ser realmente efectiva debe lograr que el ciudadano se involucre en la Política y Estrategias de Seguridad Ciudadana y desarrollo de las actividades, vea el crimen como un problema comunitario, y perciba que su reducción lleva aparejada una mejora en la calidad de vida de su comunidad”
.
Numerosos estudios señalan que el establecimiento y el fortalecimiento del sentido de comunidad y de la interacción social entre los habitantes actúan como un importante inhibidor del crimen. En la medida en que el ciudadano sienta mayor sentido de pertenencia a su comunidad, crecerán su compromiso y participación, uniéndose con otros ciudadanos para colaborar con políticas y estrategias de seguridad ciudadana, con acciones tendientes a mejorar la calidad de vida de la comunidad. 

La participación ciudadana será el motor fundamental de la PNSC, constituyéndose en el vehículo para el desarrollo de las estrategias preventivas destinadas a hacer nuestras ciudades más seguras. 

En este sentido, se presupone que:

(i) El problema de la inseguridad urbana es una responsabilidad ineludible del Estado, aunque es preciso reconocer los límites de la acción estatal, teniendo en cuenta que el Estado no es el único sujeto capaz de actuar en estas situaciones.
(ii) Las intervenciones para el establecimiento de la seguridad urbana deben construirse con una activa participación ciudadana en el seno de las comunidades locales, contribuyendo a la democratización de las políticas públicas e incrementando su efectividad y eficacia. 

El proceso de participación ciudadana deberá cumplir con los siguientes lineamientos básicos:

· Asegurar una adecuada información a los ciudadanos acerca de los alcances de la participación ciudadana previstos en los diversos momentos de la PNSC.

· Crear mecanismos permanentes de participación de los ciudadanos -individualmente o a través de organizaciones de la sociedad civil- y los actores gubernamentales en cada una de las comunidades locales.
· Promover una convocatoria abierta, de manera que todos los ciudadanos tengan la posibilidad de involucrarse en los mecanismos participativos. 
· Generar espacios para la deliberación e intercambio efectivos en los mecanismos permanentes de participación entre los ciudadanos y los actores gubernamentales.

La participación ciudadana, en este sentido, asumirá un triple carácter:

Consultiva: en tanto actuará como proveedora de información para la elaboración del diagnóstico, con relación a la situación de la seguridad en la comunidad local.

Resolutiva: en tanto intervendrá en el proceso de toma de decisiones a través de la elaboración de opciones y alternativas, en conjunto con los actores gubernamentales, sobre el tipo de intervenciones a realizar en la comunidad local.

Fiscalizadora: en tanto realizará un seguimiento constante respecto al desarrollo de las intervenciones definidas como resultado de la deliberación pública en el marco de la Política y Estrategias de Seguridad Ciudadana, sobre la base de los consensos alcanzados durante el proceso de participación ciudadana.

Siguiendo estos lineamientos generales, el proceso participativo se pondrá en marcha en los distintos ámbitos mencionados en este documento, de acuerdo a las características y problemáticas particulares de cada lugar, previa realización de un estudio cualitativo sobre el grado de organización y participación de la sociedad civil, un mapeo de los recursos comunitarios, etc. Ejemplos de los distintos mecanismos participativos son las asambleas barriales (en las que pueden participar los ciudadanos en forma directa o a través de las organizaciones vecinales), las mesas multisectoriales, los grupos focales con un segmento específico de la población (jóvenes, por ejemplo), proyectos comunitarios de prevención situacional del delito (al estilo neighborhood watch u otros). Todos estos mecanismos serán coordinados por un representante del gobierno local capacitado para llevar a cabo esa tarea. Los mismos serán evaluados de manera a buscar que los ciudadanos no reemplacen a la Policía, sino que los policías se “vuelvan ciudadanos” de manera a estar más cerca de su comunidad, que es lo que ha probado funcionar: esto porque la participación ciudadana tiene una vertiente conservadora, que las más de las veces busca involucrar a los vecinos en actividades represivas; pero, “sin embargo, la convocatoria a la comunidad para las políticas de seguridad tiene una vertiente progresista en cuanto promueve la participación y puede ser un contralor autónomo y democrático del accionar policial, aunque aún con la participación ciudadana se corre el riesgo de reificar la táctica de la sospecha (Sozo, 1999) y la atribución de peligrosidad a ciertos individuos con el ‘consenso democrático’ (…) de la comunidad”
.

b) Derechos humanos
La defensa y la protección de los derechos humanos forman parte de esta PNSC, y será la base para actuar sobre las causas de la criminalidad, privilegiando la prevención e investigación del delito.
En consonancia con el criterio de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, esta PNSC considera que: “La construcción de una política sobre seguridad ciudadana debe incorporar los estándares de derechos humanos como guía y a la vez como límite infranqueable para las intervenciones del Estado. Estos se encuentran constituidos por el marco jurídico emanado de los instrumentos que conforman el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, así como por los pronunciamientos y la jurisprudencia de los organismos de contralor que integran los diferentes sistemas de protección. Los estándares establecen orientaciones generales, determinando mínimos de protección que deben ser necesariamente respetados por el Estado. La Comisión reitera que ha recordado a los Estados Miembros en varias oportunidades su obligación de garantizar la seguridad ciudadana y el Estado de Derecho dentro del pleno respeto de los derechos humanos.  Es a partir de esta premisa que los Estados Miembros deben definir y llevar adelante las medidas necesarias para garantizar los derechos más vulnerables frente a contextos críticos de altos niveles de violencia y criminalidad, desde que la Comisión ya ha mencionado que ‘(…) la violencia y la delincuencia afectan gravemente la vigencia del Estado de Derecho’”
.
Se argumenta con suma asiduidad que: “para combatir la delincuencia y elevar los niveles de seguridad es necesario aumentar la sanción penal, el número de policías y patrullas, y tolerar la violación a los derechos humanos, entre otras”. Esta creencia negativa deja de lado las verdaderas causas de la criminalidad. La PNSC atacará las causas de la criminalidad y para ello es necesario prever medidas en el ámbito social, de la infraestructura, la educación y la participación de la sociedad, para prevenir o combatir todo factor criminal y así dificultar la comisión de delitos.

Para ello, será necesario humanizar y hacer más eficaz la respuesta del Estado, con la capacitación y profesionalización de los cuerpos policiales, donde el Estado y la sociedad colaboren para que la formación e intervención de la Policía se oriente hacia el respeto al orden legal y de los derechos humanos de los ciudadanos. 

Una evaluación permanente del desempeño policial no sólo debe estar enfocada en los resultados, sino también considerar los medios empleados. Esta apreciación será permanente, y en ella no sólo habrá de intervenir el Estado, sino también la sociedad, que debe convertirse en un actor coadyuvante de las distintas etapas que implica una política y su consiguiente estrategia de seguridad nacional. Los mecanismos e instrumentos de la actuación policial deben regularse según el criterio "mayor eficacia-menor costo para las personas en el ejercicio de sus derechos". En este sentido, su actuación debería estar sustentada en el criterio: "Prevención en la medida de lo posible y represión en la medida de lo estrictamente necesario". 

La aplicación de mecanismos que resuelvan algunos problemas entre los ciudadanos de forma no violenta, a través de la mediación o solución pacífica de los conflictos, es de suma importancia. Para que la lucha contra la delincuencia sea eficaz, las acciones deben ser legítimas, esto es, respetar la Constitución y con ella los derechos humanos, no sólo por el bien de la legalidad, sino por el de la sociedad, para que recupere ese espacio tan natural que le ha sido arrebatado: la calle.

Bajo el marco internacional de los derechos humanos, la responsabilidad de los Estados se expresa no sólo en el deber de respetar los derechos humanos internacionalmente reconocidos, sino también en el de actuar con la debida diligencia para prevenir, sancionar y erradicar aquellas prácticas lesivas de los derechos de las personas por parte de agentes gubernamentales o particulares, cualquiera sea el ámbito en el que ocurran. 

c) Violencia de género

En coherencia con el Plan Nacional de Igualdad entre Mujeres y Hombres de la Secretaría de la Mujer, y la Constitución Nacional de 1992 , donde se establecen los principios de igualdad y no-discriminación, la PNSC promoverá  las condiciones para que la libertad y la igualdad sean reales y efectivas,  contribuyendo con medidas para intervenir en acciones relacionadas a la discriminación contra las mujeres, y estableciendo mecanismos eficaces y accesibles para prevenir, sancionar y erradicar toda forma de violencia de género.

Éste es un problema complejo y que debe ser atendido de manera transversal. La misma ya es percibida como un atentado a los derechos humanos de las mujeres y uno de los más graves problemas sociales y de urgente atención. Esto no es “natural”: la violencia se incuba en la sociedad y en el Estado debido a la inequidad genérica patriarcal. La violencia de género es un mecanismo político cuyo fin es mantener a las mujeres en desventaja y desigualdad en el mundo; y, en las relaciones con los hombres, permite excluir a las mujeres del acceso a bienes, recursos y oportunidades; contribuye a desvalorizar, denigrar y amedrentar a las mujeres y reproduce el dominio patriarcal.

“El feminicidio es el genocidio contra mujeres y sucede cuando las condiciones históricas generan prácticas sociales que permiten atentados contra la integridad, la salud, las libertades y la vida de las mujeres. En el feminicidio concurren en tiempo y espacio, daños contra mujeres realizados por conocidos y desconocidos, por violentos, violadores y asesinos individuales y grupales, ocasionales o profesionales, que conducen a la muerte cruel de algunas de las víctimas. No todos los crímenes son concertados o realizados por asesinos seriales: los hay seriales e individuales, algunos son cometidos por conocidos: parejas, parientes, novios, esposos, acompañantes, familiares, visitas, colegas y compañeros de trabajo; también son perpetrados por desconocidos y anónimos, y por grupos mafiosos de delincuentes ligados a modos de vida violentos y criminales. Sin embargo, todos tienen en común que las mujeres son usables, prescindibles, maltratables y desechables. Y, desde luego, todos coinciden en su infinita crueldad y son, de hecho, crímenes de odio contra las mujeres. Para que se dé el feminicidio concurren de manera criminal, el silencio, la omisión, la negligencia y la colusión de autoridades encargadas de prevenir y erradicar estos crímenes. Hay feminicidio cuando el Estado no da garantías a las mujeres y no crea condiciones de seguridad para sus vidas en la comunidad, en la casa, ni en los espacios de trabajo de tránsito o de esparcimiento. Más aún, cuando las autoridades no realizan con eficiencia sus funciones”.
 Por la gravedad y seriedad de lo expuesto, esta PNSC pondrá particular atención a aquellos aspectos vinculados a aspectos de género no como un eje de acción accesorio sino, como se señaló, transversal a todas sus estrategias y líneas de acción.

d) Lucha contra la impunidad

La PNSC de la República del Paraguay reconoce que la transparencia en la gestión de seguridad es un elemento clave para la gobernabilidad democrática. De esta manera, implementará medidas para que la seguridad ciudadana sea aplicada a través de servicios públicos efectivos y eficientes que operen de acuerdo a principios de gestión, transparencia y responsabilidad de las autoridades civiles. 

La transparencia en la información es un elemento central. “La información como bien público (…) que la autoridad pública tiene la obligación de asegurar tanto en cantidad y calidad como en su equitativa distribución social. Una sociedad que vive el miedo cotidiano de la violencia se hace más temerosa mientras más desinformada está. La incertidumbre, factor fundamental de la llamada dimensión subjetiva de la seguridad ciudadana, puede ser tan aterradora como la violencia misma. Una sociedad dominada por el miedo es una sociedad que termina por legitimar la violencia”.

Uno de los principales desafíos es erradicar la corrupción de los agentes que integran el sistema de seguridad ciudadana. Particularmente, la erradicación de la corrupción policial. El ejercicio de la profesión policial y su contacto con segmentos delictivos que maniobran acciones de cooptación o “compra” de efectivos policiales, sumado a elementos como el bajo salario policial; la baja autoestima de efectivos;  falta de una malla curricular basada en valores como la integridad y la honestidad; el “contagio” de la corrupción en los cuerpos policiales, y su consecuente e inevitable incursión de efectivos policiales en actos de corrupción por cooptación de oficiales superiores corruptos, 
  generalmente cuando el “negocio” es complejo o vinculado a operativos de envergadura y complejidad como el narcotráfico, son sólo ejemplos del por qué la arraigada vigencia de la corrupción en cuerpos policiales. A esto se debe agregar la subordinación política del cuerpo policial a la autoridad política mal utilizada, convirtiéndose los primeros en meros ejecutores o cómplices de actividades corruptas que trascienden incluso al sistema policial para hacer parte de una red política mucho mayor de corrupción.

Pero no sólo la policía es el único reto a la transparencia dentro del sistema de seguridad y del sistema de justicia. Tanto el MP como el Poder Judicial gozan de una percepción ciudadana negativa que los ve como “antros” de la corrupción. Y algunos casos emblemáticos y escandalosos que se suceden continuamente con jueces y fiscales removidos así lo demuestran. Con esto se afirma que la PNSC se basará en la plena transparencia en el desarrollo de sus líneas de acción, sancionando y procesando a quien atente contra este principio. Para ello se requiere el involucramiento ciudadano y de los gobiernos locales como contralores de la transparencia en todos los ámbitos de acción de la PNSC. Se constituye en un desafío porque no sólo las instituciones afectadas al sistema de seguridad son permeadas por la corrupción. Lo es toda la sociedad paraguaya, al haberse creado una cultura en la que la transparencia estuvo ausente como eje transversal de la política pública en décadas de gobiernos que apelaron a la corrupción y al enriquecimiento ilícito como principal objetivo de acceso al poder -casi todos los ex presidentes durante la transición fueron en alguna medida procesados o acusados por actos de corrupción sin mucho éxito por parte de los acusadores- dejando de lado propuestas hechas para acceder al gobierno y sin preocuparse de las clases desprotegidas. El compromiso de esta PNSC va de la mano con la integridad, la transparencia y la lucha contra toda forma de corrupción.
e) Dimensión comunicacional   
En la Introducción se dejó sentado que la presente PNSC no se explayará en lo que hace a la dimensión comunicacional; no obstante, es importante remarcar algunos aspectos que hacen al tema comunicacional ya que ello incide seriamente en la dimensión subjetiva de la seguridad. En síntesis, se puntualiza cuanto sigue:

· Los medios de comunicación y el debate ciudadano son esenciales para evitar contenidos autoritarios en las políticas de seguridad
.

· En esto reside la responsabilidad de los medios de comunicación. La ausencia de debate serio genera un terreno propicio para políticas desacertadas
. Aquí está una de las pocas claves que en este tema se pueden colocar desde un punto de vista propositivo; que los medios cambien el enfoque sensacionalista en la medida de lo posible, y que al mismo tiempo generen un debate serio sobre el tema, no privilegiando la opinión de cualquiera, o de la calle, cuando ocurre un hecho delictivo que causa sensación de alarma social.
No es que los delitos no ocurran, pero sí la manera en que en ciertas ocasiones los medios manejan la información contribuye a crear un “miedo” (construcción social del miedo), lo cual contribuye a que la gente se sienta insegura, muchas veces, sin que exista una relación real entre la sensación de inseguridad y la probabilidad real de ser víctima de un delito. No es importante sólo lo que se transmite, sino cómo se transmite. Esto lo reconocen connotados comunicadores: “La exageración quiere decir que cada mañana, alrededor de 3 millones de personas miran los informes gráficos de delitos en la televisión y dicen: Mirá que inseguro que está el país. La democracia no está cumpliendo nuestros sueños’ (…) si prendes la televisión de las 5:30 a las 7:30 de la mañana, vas a ver cómo el conductor se encuentra en la sala de emergencias, describiendo todos los peores casos de violencia. Esto lleva a niveles exagerados [percibidos] de la delincuencia”
. Por su parte, el ahora ex director de un importante medio escrito criticó lo que llamó un enfoque “folklórico” -aquellos que usan terminología popular y simplifican las historias para obtener más lectores. “Estos [diarios] no profundizan. No hay valor agregado a los hechos, no hay análisis. No van al ‘porqué’ del delito. No informan sobre las causas”

 Esto adquiere mayor importancia cuando los medios tienen un alto nivel de confianza de la ciudadanía
: “Una encuesta del 2005 demostró que en el área metropolitana de Asunción, el 78% de los encuestados confiaba en la televisión y un porcentaje un poco menor (71 %) confiaba en los medios escritos

“En la sociedad moderna no es lo mismo «seguridad ciudadana efectiva» que «clima de seguridad». (…) El método más corriente es el de los estudios de victimización, instrumento que empieza a ser utilizado en la región recién en los años 90, bastante después que en Estados Unidos y Europa, de amplia difusión actualmente en toda la región. Lo relevante de sus resultados es que permite construir indicativos de temor, es decir, analizar una dimensión subjetiva que opera como motor del interés y la voluntad ciudadana en esta materia. Independientemente si es congruente con la tasa efectiva de delitos, dándose generalmente la situación de que los niveles de victimización real son generalmente muy inferiores a los niveles o tasas de inseguridad o temor que muestra la sociedad. Esta sensación de temor va asociada a una percepción de mayor violencia, aunque en este fenómeno efectivamente ésta ha aumentado en intensidad y frecuencia al interior de los delitos, y al hecho de que los medios de comunicación se transforman en «acusadores sociales» en materia de seguridad ciudadana, reforzando las percepciones más negativas del fenómeno, aunque sus tasas promedio hubieran descendido. (…)  En ese contexto, el papel de los medios de comunicación es esencial, como lo es también la capacidad que el Estado pueda exhibir para legitimar sus mensajes. La región, más allá de las deficiencias objetivas que presentan en materia de seguridad ciudadana, presentan una cobertura de temas delictuales que satura de mensajes de violencia con un sesgo marcadamente sensacionalista y acusador de la autoridad. Claramente no existe equilibrio informativo en la materia. Son varias las razones que pueden explicar la proclividad de los medios a relevar, a través de sus titulares, la temática de la delincuencia. (…) Ello no debiera causar escándalo ni sorpresa. En una sociedad libre, los medios de comunicación tienen perfecto derecho a definir su línea editorial y a escoger libremente qué noticias desean destacar. El hecho adquiere una connotación diferente cuando no existe un mercado con equilibrio informativo, en el cual un monopolio manipula los públicos y crea artificialmente climas de opinión. Si la densidad ciudadana no alcanza para impulsar la   autocorrección del mercado de medios, asegurando el equilibrio informativo que debe  caracterizar a una sociedad libre y democrática, se requiere decididas políticas de fomento que generen una mayor pluralidad editorial de los medios, y una mayor mesura y compromiso social positivo en los estilos noticiosos. Ello es vital para generar una atmósfera social de transparencia informativa, que desincentive el rumor y los trascendidos, que instale una amplia información de base sobre los temas”
. 

Los cuerpos de seguridad del Estado y el MI deben establecer una relación que permita discutir estos puntos y hacer que, a través de acciones conjuntas, cursos de capacitación y discusiones con expertos en seguridad, se pueda contribuir a que la ciudadanía no sienta miedos y temores injustificados (cuando lo son) y a que se apoye la labor que realizan silenciosamente, los buenos policías.

A modo de conclusión
El presente documento es el primer intento de encarar el tema de la Seguridad Ciudadana como Política de Estado en el Paraguay. No pretende abarcar todos los aspectos de una problemática compleja que requiere un enfoque multidisciplinar e interagencial, como las buenas prácticas y las experiencias que han permitido sustentabilidad y lo han demostrado. La práctica institucional y la realidad del Paraguay en el ámbito de la seguridad, así como el desarrollo de esta Política y su correspondiente Estrategia nos llevarán a los ajustes y agregados que sean pertinentes, de manera a enfrentar el importante desafío de una Seguridad Ciudadana que a su vez permita una gobernabilidad democrática en el marco de un Estado Social de Derecho.
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